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INTRODUCCIÓN 

 

El Derecho Penal en nuestro país es una rama del Derecho que regula las conductas 

humanas, previniendo delitos o faltas, y que sirve fundamentalmente como un medio de 

protección de la persona y también de la sociedad; por ende, se centra esencialmente en 

una Política garantista qué respeta, de manera firme, los derechos fundamentales de toda 

persona. 

Asimismo, dentro de este ámbito jurídico se encuentra el derecho procesal penal, el cual 

regula el proceso judicial, es decir, garantiza el debido proceso, la efectividad de los 

derechos y un juzgamiento en base a ley. 

Debe señalarse que nuestro ordenamiento jurídico penal y procesal penal, ambos a lo 

largo de la historia han tenido una constante evolución y que esta ha ido moldeando 

nuestro sistema con el objetivo de asegurar las garantías procesales, la transparencia y 

una precisa tipificación de los delitos.  

Cabe recalcar que nuestro país anteriormente se basaba en un Derecho Penal inquisitivo, 

en donde solo el juez podía y tenía la potestad de investigar, procesar y juzgar, todo esto 

configurado en el antiguo Código de Procedimientos Penales. Este sistema antiguo no 

solo estaba desfasado, sino que no garantizaba la imparcialidad y los derechos de los 

procesados. Por ende, este sistema fue actualizado por uno más moderno con el Código 

Procesal Penal de 2004. 

De este modo, al ser actualizado nuestro sistema penal, se determinó y se aseguró el 

respeto de los Derechos Fundamentales del imputado. Asimismo, las garantías de un 

debido proceso mediante un modelo acusatorio mixto. Por lo tanto, nuestro sistema penal 

actualmente promueve la publicidad de los procesos, la separación de roles, así como la 

imparcialidad de los jueces mediante la delimitación de funciones. Asimismo, se instauró 

la pluralidad de instancias, respetando los derechos de los imputados a través de 

audiencias basadas en la oralidad, la contradicción y la presunción de inocencia. 

Por otro lado, nuestra Constitución Política, regula nuestro sistema penal y procesal penal 

mediante la protección de derechos en base a principios fundamentales, estableciendo 

límites en el poder punitivo que el estado debe respetar. Así, nuestra Constitución 

instituye un modelo garantista, delimitando y guiando nuestro Derecho Penal.   



Dentro de este marco, en el presente informe jurídico se realizará una revisión legal del 

expediente 20009-2014-0–1801–JR–PE-11, asociado al robo agravado, con el propósito 

de analizar si en el proceso se respetaron los principios fundamentales en la aplicación de 

la ley sobre los imputados, teniendo presente la distintas opiniones y resoluciones 

emitidas por las dos instancias en el proceso.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



I. IDENTIFICACIÓN DE LAS ÁREAS DEL DERECHO VINCULADAS AL 

EXPEDIENTE: 

1.1. Derecho Constitucional:  

Nuestra Carta Magna protege derechos y principios fundamentales que aseguran el 

desarrollo de una sociedad política o estado. La norma suprema del Estado tiene como 

base y fin supremo la justicia, garantizando así la protección del ser humano. El presente 

expediente, materia de análisis, se encuentra fuertemente vinculado al Derecho 

Constitucional, ya que esta rama del derecho establece garantías y principios que no solo 

orientan, sino que de la misma forma delimitan el alcance del Derecho Penal y Procesal 

Penal. 

Para Chanamé Orbe (2009) la Constitución es de carácter obligatorio, usada como fuente 

primaria de legalidad, organizando y limitando el ejercicio de poder en el estado. 

Asimismo, nuestra Carta Magna señala los límites y los derechos que poseen todas las 

personas en nuestro estado de derecho. 

Debe señalarse, que nuestra norma suprema organiza los poderes públicos del estado, 

garantizando una democracia y evitando, así, el abuso de poder, resguardando el ejercicio 

de los derechos civiles y políticos. 

Según Mill (2017) cuando los derechos fundamentales son transgredidos, la sociedad 

tiene el poder de protegerlos de forma legítima mediante medidas coercitivas, esto con el 

objetivo de impedir el perjuicio de sus miembros. 

Por ende, nuestra Constitución Política controla el poder punitivo del estado, respetando 

y protegiendo los Derechos Fundamentales a través de principios tales como el Principio 

de legalidad, irretroactividad de la ley, presunción de inocencia, la duda a favor del 

procesado, el debido proceso, derecho a la defensa, entre otros.  

 

1.2. Derecho Penal: 
El Derecho Penal es una rama del derecho público encargada de definir qué conductas 

deben ser consideradas delitos y qué penas deben ser impuestas por el Estado como 

castigo a quienes hayan cometido un acto delictivo. Asimismo, es un sistema de normas 

jurídicas con el objetivo de lograr una convivencia pacífica dentro de una sociedad. El 



expediente presentado se encuentra fuertemente vinculado al Derecho Penal, ya que el 

caso materia de análisis trata sobre el delito de robo agravado. Por consiguiente, se 

analizará cómo nuestro sistema punitivo debate y resuelve un proceso penal en donde una 

ciudadana fue víctima de dicho delito.  

Para Peña Cabrera Freyre (2007), el ser humano a lo largo de su historia siempre ha 

necesitado de medios e instrumentos de control para las conductas desviadas con el  fin 

de ejercer el orden y la tutela de los bienes jurídicos. 

La ley penal funciona como un control social y se caracteriza por imponer sanciones, 

penas y medidas de seguridad. En efecto, si las acciones cometidas atentan contra los 

bienes jurídicos (de mayor valor de la sociedad) estas deben ser sancionadas. 

Para Chirinos (1996), nuestra norma penal tiene como objetivo principal y finalidad la 

prevención de delitos. Asimismo, es una forma de intimidación hacia el individuo o la 

sociedad a no cometer actos delictivos mediante la imposición de penas. 

Nuestro sistema jurídico penal nos determina qué conductas deben ser catalogadas como 

delitos y cuáles son sus consecuencias jurídicas. Por consiguiente, este sistema se 

configura como un contrato social, el cual sus integrantes respetan para asegurar la vida 

en comunidad. Asimismo, se caracteriza por ser público, restrictivo, subsidiario y 

garantista haciendo así que el estado ejerza la justicia de forma confiable, predecible y 

justa.  

El artículo 1° del Título Preliminar de nuestro Código Penal establece que el objetivo del 

código es la prevención del delito y faltas. Asimismo, es un medio de protección de la 

persona humana y de la sociedad. Por su parte Chirinos (1996), señala que el objetivo o 

finalidad de un Código Penal radica en castigar delitos mediante la imposición de 

sanciones punitivas.  

Por lo tanto, para garantizar un control social conforme a Derecho, es preciso contar con 

principios. Estos fundamentos se encuentran consagrados en nuestro Código Penal, los 

cuales se emplean para obtener garantías, asegurando así, de forma eficiente, un sistema 

de justicia transparente y equilibrado. Es necesario enfatizar que nuestro Código Penal 

materializa o lleva a efecto nuestro ordenamiento jurídico punitivo mediante la 

imposición de penas y sanciones, guiándose a través de principios constitucionales.  



Resulta pertinente indicar, que nuestro ordenamiento jurídico penal consagra principios 

fundamentales, los cuales actúan como limitadores del poder punitivo del estado; entre 

dichos principios se encuentran: el principio de legalidad, el principio de culpabilidad, el 

principio de lesividad, el principio de proporcionalidad, el principio del debido proceso, 

entre otros.  

Bajo este marco conceptual, es necesario precisar que acto delictivo se visualiza en el 

expediente objeto de análisis, el cuál es el delito de robo bajo su modalidad de robo 

agravado, tipificados en el art. 188. y el art. 189. respectivamente en nuestro Código 

Penal. 

El delito de robo en nuestro Código Penal es definido como aquella conducta en donde 

un individuo se apodera de un bien mueble ajeno, de forma parcial o total. Ese bien es 

sustraído del lugar que se encuentra para su aprovechamiento, y debe emplear la violencia 

contra la víctima en dicha acción. Este tipo de violencia debe darse a través de amenazas 

inminentes hacia el perjudicado, poniendo en riesgo su vida o integridad física. La pena 

atribuible a esta conducta es no menor de 3 años ni mayor de 8 años.  

Por lo tanto, el robo es el apoderamiento de un bien mueble de forma violenta hacia la 

persona que lo posee (víctima) y esta se debe encontrar ante un peligro inminente sobre 

su vida o integridad física. De acuerdo con Chirinos (1996), el elemento característico del 

robo es la utilización de la intimidación o fuerza mediante la violencia. Asimismo, se 

puede señalar que la grave amenaza dirigida hacia la víctima es otra característica de este 

delito.  

El art. 189. de nuestra ley penal determina los factores agravantes sobre el delito de robo. 

Estos aumentan la sanción de no menor de 12 años de pena privativa de la libertad y no 

mayor a 20 años. Dichos agravantes configuran el robo agravado en los siguientes 

supuestos:  

˗ el delito debe ser cometido en un inmueble habitado; 

˗ el delito es cometido en horario nocturno o en un lugar desolado; 

˗ si se comete a mano armada; 

˗ si se comete entre dos o más individuos;  

˗ si es cometido mediante cualquier medio de transporte, ya sea público o privado, 

transporte de pasajeros, carga, terminales terrestres, ferroviarios lacustres o 

fluviales; 



˗ si el individuo comete el delito en papel de autoridad o algún cargo público como 

también en ámbito privado, si es que muestra una acción falsa de autoridad;  

˗ si el ilícito es cometido en contra de menores de edad, personas ancianas, mujeres 

gestantes o personas que posean alguna discapacidad; 

˗ si se comete hacia un vehículo automotriz, sus accesorios o autopartes. 

Asimismo, en el presente artículo encontramos otros agravantes donde la pena no es 

menor de 20 años ni mayor de 30 años de pena privativa de libertad, cuando concurran 

las siguientes circunstancias:  

˗ si el delito es cometido generando consecuencias hacia la víctima como lesiones 

a su integridad física y mental;  

˗ si el individuo o individuos cometen el delito mediante el uso de sustancias ilícitas 

(drogas, químicos o fármacos) y que éstos le generen una incapacidad física o 

mental a la víctima; 

˗ si el ilícito genera una grave situación económica a la víctima y su familia; 

˗ si se comete en contra de la Nación, como bienes de valor científico o de 

patrimonio cultural. 

Cabe recalcar que nuestro Código Penal, establece que la pena será de cadena perpetua si 

el agente actúa como integrante de alguna organización criminal o si, en consecuencia, 

de su accionar produce lesiones graves físicas, mentales o el fallecimiento de la víctima; 

todo esto señalado en el art. 189. de nuestro Código Penal. 

 

1.3. Derecho Procesal Penal: 

El Derecho Procesal Penal es el medio legal para la implementación de la ley penal. Es 

un iter procesal que sirve de forma esencial para establecer si lo ocurrido es realmente un 

delito y determinar la responsabilidad de un imputado; en otras palabras, la finalidad del 

proceso penal es determinar si la acción típica se encuentra debidamente tipificada y 

poder decretar realmente la responsabilidad del autor.  

El expediente presentado mediante este informe posee una íntima relación con el Derecho 

Procesal Penal, ya que, mediante el empleo de esta rama del derecho, se logra resolver 

las controversias presentadas en el proceso. La aplicación del Código de Procedimientos 



Penales y el Nuevo Código Procesal Penal fueron esenciales para el proceso judicial 

analizado. 

Es importante precisar, que esta rama del derecho es un conjunto de normas, las cuales 

organizan el proceso jurídico penal, estableciendo etapas en su implementación, 

determinando la forma de investigar, juzgar y sancionar un delito. 

En este sentido se debe precisar que el Derecho Procesal Penal en nuestro país se rige por 

el Código Procesal Penal del 2004, mientras que, anteriormente, nuestro sistema procesal 

punitivo se regía por el Código de Procedimientos Penales de 1940.  

Cabe recalcar, que el expediente examinado se encuentra estrechamente vinculado a las 

instituciones del Derecho Procesal Penal, sustentándose en Principios Fundamentales 

como la presunción de inocencia, el derecho a la contradicción, la legitimidad de las 

pruebas, entre otros. 

 

II. JUSTIFICACIÓN DE LA ELECCIÓN DEL EXPEDIENTE: 
Se aborda el análisis del expediente 20009-2014-0–1801–JR–PE-11, ya que es esencial 

y cobra especial trascendencia al proponerse como un ejercicio de control sobre las 

decisiones del órgano jurisdiccional, en base a las sentencias de primera y segunda 

instancia. Se analizará si, en primera instancia, la resolución se encuentra debidamente 

ejecutada conforme a los estándares y garantías fundamentales contenidas en nuestro 

sistema de justicia. Asimismo, se somete a escrutinio el fallo de segunda instancia, con 

el objetivo de determinar el cumplimiento efectivo de las garantías constitucionales. Este 

análisis verificará si la resolución se ajustó a los preceptos fundamentales que sirven de 

base a nuestra dogmática penal nacional. 

 

 



III.  HECHOS RELEVANTES DEL EXPEDIENTE: 

3.1.  Atestado policial:  

El 05 de diciembre del 2014, a las 22:00 horas aproximadamente, en el distrito de 

barranco ocurrió un hecho delictivo contra la agraviada Fabiana Ximena 

Villafuerte Astete de 20 años. Los presuntos autores son detenidos y trasladados 

a la comisaría del distrito antes mencionado. Se les imputa el delito de robo 

agravado contra el patrimonio (arrebato con violencia física). Los sujetos a los 

que se les atribuye la presunta comisión del hecho punible son: Orlando Luis 

Quinto Davila (28), David Edison Franco Sarmiento (32) y José Castillo Baca 

(25). 

A las 22:00 del 05 de diciembre del 2014, el personal de serenazgo Pedro Miguel 

Belaonia Cancino se presentó a la comisaría de Barranco con las tres personas 

antes mencionadas en calidad de detenidos, ya que, momentos antes de su 

detención habían perpetrado la presunta comisión de delito contra el patrimonio 

bajo la modalidad de robo agravado de un teléfono celular. 

La agraviada refirió en su relato que, cuando se encontraba transitando por el Jiron 

los Deportes en el distrito de barranco, un sujeto que había descendido de un 

mototaxi empezó a forcejear con ella con el objetivo de arrebatarle su teléfono 

celular; en dicho forcejeo, el sujeto la arrojó al suelo con premeditación para luego 

escapar llevándose el celular y abordar la misma mototaxi antes mencionada. 

Asimismo, la agraviada especifica el color (azul) y la marca del medio del 

transporte (BAJAJ). Adicionalmente, la víctima manifestó que solicitó ayuda y 

que fue auxiliada por el personal de serenazgo, los cuales procedieron a la 

persecución, captura y traslado de los implicados a la comisaría del distrito.  

Tras el traslado a la dependencia policial, se efectuaron las diligencias pertinentes 

conforme a la investigación del hecho punible. Se notificaron a los detenidos el 

porqué de su detención y el motivo por el cual se encuentran en la dependencia 

policial. Además, se comunicó a la fiscalía provincial penal de turno permanente 

de Lima la detención de los implicados. Asimismo, se solicitó al Instituto de 

Medicina Legal la evaluación física de los tres detenidos, a fin de determinar si 

presentan lesiones recientes.  



Consecuentemente, se formularon las actas de registro personal de los implicados. 

Acto seguido, les entregaron las actas de información de derechos del detenido.  

Posteriormente, se recibieron las manifestaciones de Pedro Miguel Belaonia 

Cancino y de los tres detenidos con la presencia del representante del Ministerio 

Público. Cabe recalcar que la agraviada, Ximena Villafuerte, realizó su 

manifestación sin presencia del representante del Ministerio Público. 

En el análisis y evaluación de los hechos, a las 22:00 horas del día que ocurrieron 

los eventos ya mencionados, un personal de serenazgo, representado por Pedro 

Miguel Belaonia intervino a Orlando Luis Quinto Davila, David Edison Franco 

Sarmiento y José Castillo Baca, los presuntos implicados en la participación del 

delito en contra el patrimonio (robo agravado) en modalidad de arrebato con 

violencia física en agravio de Ximena Villafuerte.  

Es importante señalar que la denunciante, Ximena Villafuerte, realizo su 

manifestación indicando que, el 05 de diciembre del año 2014, cuando transitaba 

por la cuadra 1 del Jiron los Deportes con dirección a su domicilio, un sujeto la 

intercepto bajando de un mototaxi de color blanco - azul con placa C2-7090 

identificado como Orlando Luis Quinto Davila y empleando violencia física la 

arrojo al suelo para así poder arrebatarle el teléfono celular. Luego, Orlando Luis 

Quinto Davila regresó al medio de transporte antes mencionado para fugar con 

sus presuntos cómplices.  

Los tres sujetos en el mototaxi fueron perseguidos por unidades y personal de 

serenazgo del distrito de Barranco para luego ser detenidos, conforme indica su 

manifestación. Asimismo, reconoce a Edson David Franco Sarmiento como el 

conductor del vehículo motorizado y a José Castillo Baca que se encontraba 

sentado en el vehículo en la parte posterior. La denunciante, no cumplió con el 

reconocimiento médico legal, señalando no poseer lesiones físicas, pero sí 

manifestó un dolor en su brazo a consecuencia del forcejeo y arrebato.  

Los detenidos realizaron su manifestación con la presencia del Ministerio Público 

donde Edson Franco Sarmiento señalo no haber participado en ningún hecho que 

se le imputan y que el día que ocurrió el supuesto hecho punible, él se encontraba 

realizando el servicio de mototaxi a solicitud del pasajero Orlando Luis Quinto 



Davila, quien viajaba con su menor hijo (un niño en brazos) de aproximadamente 

1 año. 

Según la declaración de Edson Franco Sarmiento, Orlando Luis Quinto Davila le 

solicitó que se detuviera por unos momentos para poder realizar el cobro de una 

deuda a un amigo, dejando a su menor hijo dentro del vehículo. En ese momento, 

fue intervenido por el personal de serenazgo de la Municipalidad de Barranco y 

dirigido a la comisaría del distrito. Dicho todo esto en su manifestación.  

José Castillo Baca realizó su manifestación con presencia del Ministerio Público, 

donde señaló no haber sido partícipe de los hechos investigados indicando que en 

ningún momento estuvo con los intervenidos Orlando Luiz Quinto Davila y Edson 

Franco Sarmiento en el interior del mototaxi y que, al momento de su 

intervención, se dirigía a su domicilio. 

Orlando Luis Quinto Davila, mediante su manifestación instruida con la 

participación del Ministerio Público, aceptó que había solicitado el servicio de 

mototaxi conducido por Edson Franco Sarmiento con la finalidad de dirigirse a su 

domicilio con su menor hijo en brazos. Al momento de la intervención, señaló 

que había descendido del vehículo motorizado, dejando su hijo en este, con el 

objetivo de realizar un cobro de dinero que le adeudaban. Además, aceptó tener 

antecedentes de hurto agravado.  

Gracias a las diligencias e investigaciones que se realizaron con relación a los tres 

detenidos, se logró determinar que resultarían ser presuntos autores de delito de 

robo agravado, en la modalidad de arrebato con violencia física, de un celular con 

el empleo de medios logísticos que beneficien la comisión del delito y la fuga de 

la escena. Cabe recalcar, que el teléfono celular, marca LG, de propiedad de la 

agraviada, no se ha recuperado.  

 

3.2. Denuncia Formalizada:  

La Fiscal Provincial Titular Penal, Ninfa Eladia Espinoza Sotomayor, de la 

Cuadragésima Fiscalía Provincial Penal de Turno Permanente de Lima, conforme 

al atestado policial  N°201-2014-REGPOL-LIMA-DIVTER-SUR1-

CB/DEINPOL procedente de la comisaría de Barranco y en amparo del inciso 5 



del artículo 159° de la Constitución Política del Estado, se formalizó la denuncia 

penal N.º 589-2014 el 06 de diciembre del año 2014 en contra de Orlando Luis 

Quinto Davila, José Castillo Baca y David Edson Franco Sarmiento. 

Los tres sujetos son denunciados por la presunta comisión de delito al patrimonio, 

en la modalidad de Robo Agravado, en agravio de Fabiana Ximena Villafuerte 

Astete. Estos sujetos son incriminados por haberse apoderado de forma ilícita del 

teléfono celular de la víctima empleando la violencia física.  

A mérito de la denuncia interpuesta y conforme a la investigación preliminar del 

día 05 de diciembre del año 2014, a las 22:00 horas aproximadamente, la 

agraviada se encontraba transitando por el distrito de Barranco cuando se percató 

que un mototaxi de color azul se detuvo. Seguidamente, Orlando Luis Quinto 

Davila se acercó a la víctima con violencia con el objetivo de arrebatarle la cartera 

que poseía la denunciante, en lo que ella pone resistencia y en el forcejeo la arrojó 

al piso. Producto de este hecho, Orlando Luis Quinto Davila logra arrebatarle el 

teléfono celular a la agraviada y emprender la huida con los codenunciados José 

Castillo Baca y David Edson Franco Sarmiento. 

José Castillo Baca y David Edson Franco Sarmiento al momento de los hechos se 

encontraban en el vehículo motorizado siendo estos presuntos cómplices, ya que, 

en la manifestación de la agraviada, se señaló que los sujetos antes mencionados 

esperaban a Orlando Luis Quinto Davila en el vehículo para luego irse a la fuga.  

En la denuncia formalizada, también se señaló que Ximena Villafuerte Astete 

solicitó ayuda posterior a la ejecución del acto ilícito, siendo auxiliada por 

personal de serenazgo quienes de inmediato iniciaron la persecución y captura de 

los denunciados para luego ser conducidos hacia la comisaría e iniciar las 

investigaciones correspondientes. Por otra parte, los denunciados negaron los 

cargos imputados en su contra, tal como lo indicaron en su manifestación en el 

atestado policial.    

En los fundamentos de derecho contenidos en la denuncia penal, la conducta por 

la cual los tres sujetos son denunciados se encuentra prevista y penada en el art. 

188° del Código Penal Peruano.  



“el que se apodera ilegítimamente de un bien total o parcialmente ajeno para 

aprovecharse de él, sustrayendo del lugar en que se encuentra, empleando la 

violencia contra el agraviado amenazándola con un peligro inminente hacia su 

vida o integridad física, será reprimido con pena privativa de libertad no menor 

de tres ni mayor de ocho años” 

En consecuencia, los individuos presentan cargos por robo, pero con condiciones 

agravantes contenidas en inciso 2° y el inciso 4° del artículo 189° de nuestro 

Código Penal, el cual tipifica el delito de robo agravado, ya que el hecho 

denunciado se produjo durante la noche y con el concurso de dos o más personas.  

En el cargo presentado, los elementos de convicción para formalizar la denuncia 

son el atestado policial, la manifestación del agraviado, la manifestación policial 

de los denunciados, las actas de registro personal y el mérito del acta de entrega.  

Seguidamente, en el documento se ofreció como prueba el atestado policial y se 

solicitó al Juzgado que se realicen las siguientes diligencias:  

- Declaración instructiva de los agraviados; 

- Declaración preventiva de la agraviada; 

- Declaración testimonial del personal de serenazgo que intervino a los 

denunciados. 

Cabe recalcar, que en la denuncia también se solicitó el mandato de prisión 

preventiva para los denunciados Orlando Luis Quinto Davila y José Catillo, ellos 

permanecían detenidos en los calabozos del Ministerio Público. Por otro lado, se 

otorgó la inmediata libertad de David Edson Sarmiento, contra quien no se solicitó 

requerimiento de prisión preventiva pero sí solicitando comparecencia con 

restricciones para asegurar su participación en todas las etapas del proceso penal 

que se le iba a instaurar. 

3.3. Etapa de instrucción: Código de Procedimientos Penales 1940 

Luego de que se realizaron las diligencias pertinentes del caso en cuestión, 

siguiendo el Código de Procedimientos Penales (1940) aún vigente en ese año en 

el distrito judicial de Lima (Barranco), se abrió instrucción en vía ordinaria 

mediante el auto de inicio del proceso a los denunciados antes mencionados por 

el delito de robo agravado el 06 de diciembre del año 2014.   



En lo que respecta a la situación de los imputados, se dictó comparecencia con 

restricciones a David Edson Sarmiento, el 06 de diciembre del 2014. Sobre los 

imputados Orlando Luis Quinto Davila y José Castillo Baca, se solicitó medida 

coercitiva de prisión preventiva, comprendida en el art. 268° del Nuevo Código 

Procesal penal que fue puesto en vigencia por la primera disposición 

complementaria final de la Ley 30076, la cual adelantó la vigencia de dicho 

artículo en todo el territorio nacional, misma que fue fundada y por ende ambos 

imputados fueron internados en los establecimientos penitenciarios 

correspondientes determinados por el Instituto Nacional Penitenciario.  

Posteriormente, se realizaron las diligencias de declaración instructiva de los 

imputados y, en consecuencia, se realizó el informe final por parte del juez 

instructor, el 23 de junio del 2015, en donde corrige y se determina que el proceso 

se instruirá bajo vía ordinaria.   

Cabe recalcar, que con el escrito presentado (informe final), se detalló que no se 

realizaron las siguientes diligencias: 

- Declaración preventiva de la agraviada; 

- Declaración testimonial de Pedro Miguel Belaonio (personal de 

serenazgo);  

- Antecedentes policiales de los imputados; 

- Pericia valorativa de ley. 

 

3.4. Dictamen del fiscal superior: 

En esta etapa del proceso, que se rige bajo vía ordinaria, se presentó el dictamen 

de la Séptima Fiscalía Superior de Lima el 22 de septiembre del 2014, mediante 

el cual se indica que existe mérito para pasar a juicio oral por el delito contra el 

patrimonio - robo agravado, en grado consumado, en contra de Ximena 

Villafuerte Astete contra los imputados mencionados en líneas anteriores, y se 

formula la acusación sustancial en contra de ellos.  

En el caso de David Edson Franco Sarmiento, la acusación sustancial indica que 

resultaria ser el autor del delito de robo agravado en grado de consumado, y se 

solicitó que se le impongan quince años de pena privativa de libertad.  



Respecto los otros imputados, Orlando Luis Quinto Davila y Jose Castillo Baca 

se formula acusación fiscal como autores del delito de robo agravado en grado 

consumado, solicitando diecinueve años de pena privativa de libertad en su contra.  

Es preciso señalar que Orlando Luis Quinto Davila y José Castillo Baca se 

encuentran en situación de reo en cárcel. Asimismo, cabe señalar que David 

Edson Franco Sarmiento se encuentra en situación de reo libre.  

 

3.5. Auto de enjuiciamiento: 

El 01 de diciembre del 2015, la Primera Sala Penal para procesos con Reos en 

Cárcel de Lima (miembros del colegiado “A”), luego de realizar el control de 

acusación fiscal, se declaró haber mérito para pasar a juicio oral mediante el auto 

de enjuiciamiento contra los imputados por la supuesta comisión de delito de robo 

agravado señalando, fecha y hora para la verificación del acto oral el 15 de marzo 

del 2016. 

 

3.6. Etapa de Juzgamiento: audiencia pública y sentencia de primera 

instancia 

El 15 de marzo del 2016, la Primera Sala Penal para Procesos con Reos en Cárcel 

de Lima dio inicio a la audiencia pública (Acta N°1) en contra de los procesados 

Orlando Luis Quinto Davila, José Castillo Baca y David Edson Franco Sarmiento. 

Se ofrecieron nuevos medios probatorios en esta audiencia por parte del 

Ministerio Público y por la defensa de los procesados. Asimismo, se solicitó la 

asistencia de la agraviada Ximena Villafuerte para que pueda narrar los hechos 

materia de juicio, y se notificó a la Municipalidad de Barranco a que brinde los 

nombres del personal de serenazgo que auxiliaron a la víctima. 

Además, se realizó el interrogatorio por parte del Fiscal Superior al acusado 

Orlando Luis Quinto Davila, en donde declara no haber participado en ningún 

robo negando todos los hechos narrados por parte de la agraviada.            



El 21 de marzo del 2016, mediante Acta N.º 2, se dio inicio a audiencia pública, 

en donde se realizó el interrogatorio por parte del Fiscal Superior a David Franco 

Sarmiento. Asimismo, se dispuso que los interrogatorios de los acusados sean 

realizados por separado.       

El procesado David Franco Sarmiento respondió a las preguntas indicando que no 

le encontraron ninguna pertenencia de la agraviada. Además, señaló que en 

ningún momento la policía lo siguió para atraparlo y negó todos los cargos 

imputados en su contra.   

El 31 de marzo del 2016 mediante Acta N.º 3 se dio inicio a audiencia pública a 

fin de continuar con el interrogatorio de José Catillo Baca realizado por el Fiscal 

Superior. En dicha diligencia, el acusado señaló que nunca fue perseguido por 

personal de serenazgo (persecución) y que no había participado del delito que se 

le imputa.  

El 03 de mayo de 2016, la agraviada Fabiana Ximena Villafuerte Astete se 

presentó a audiencia pública luego de no haber concurrido en tres oportunidades 

anteriores, indicando que no pudo asistir debido a sus labores estudiantiles.  

En la fecha antes mencionada, la agraviada manifestó que se ratifica en su 

declaración y, acto seguido se realizó el interrogatorio hacia su persona. En dicho 

interrogatorio, la víctima respondió a las preguntas del Fiscal Superior indicando 

el día de los hechos, el lugar y como fue el acto delictivo que padeció.  

Asimismo, indicó que el día que sucedieron los hechos no vio la moto al momento 

de pararse del suelo luego de ser víctima del forcejeo, pero que sí logró visualizar 

el color, la marca y el número del medio de transporte usado por parte de los 

acusados.  

Posteriormente, la defensa de los procesados Orlando Quinto Davila y José 

Castillo Baca formuló la pregunta a la agraviada de que si, el día de los hechos, 

hubo buena visibilidad o visibilidad suficiente. Acto seguido, la víctima respondió 

indicando que, al momento de los hechos, todo estaba un poco oscuro. Asimismo, 

señaló que no había muchos postes de alumbrado público y que algunos se 

encontraban obstaculizados por árboles.   



Adicionalmente, se le cuestionó si logró observar las características de la moto, 

ante lo cual la agraviada señaló lo siguiente: “si, tenía mi cartera al hombro y al 

momento que me la jala yo lo vi”. Cabe recalcar que la defensa de David Franco 

Sarmiento le preguntó a la víctima como logró el procesado arrebatarle su cartera; 

frente a ello, Fabiana Ximena Villafuerte Astete respondió lo siguiente: “me tiró 

al piso y me quitó la cartera, como lo hizo no sé, porque por el golpe me quedé 

tendida”. 

Posteriormente, en la misma audiencia, le formularon la pregunta sobre si 

reconoce a los sujetos participantes de los hechos o si logra identificarlos 

mediante las fichas de RENIEC de los procesados, ante lo cual la agraviada 

respondió que, por el tiempo, tenía dudas y que presentaba confusión. Asimismo, 

señaló que recordaba a Orlando Luis Quinto Davila, manifestando lo siguiente: 

“la segunda persona la recuerdo más o menos”.  

Seguidamente, le plantearon la pregunta de que, si en la comisaría les mostraron 

a las personas detenidas y que sí reconoce a los sujetos implicados en el proceso, 

en lo que ella respondió que “sí pero que solo reconocía una”. 

Cabe recalcar que la agraviada, en el interrogatorio formulado por el Fiscal, señaló 

que solo pudo observar al que le arrebató la cartera, pero que no logró ver a los 

demás implicados. Luego, indicó que ella se había caído y que recibió ayuda de 

los serenazgos que pasaban por el lugar de los hechos, iniciando una persecución.  

El 19 de mayo de 2016, en la audiencia N°11, se presentó Pedro Miguel Belaonia 

Cancino, quien fue el personal de serenazgo que realizó la intervención y traslado 

de los procesados a la comisaría.  

En dicha audiencia, el personal de serenazgo Pedro Miguel Belaonia Cancino 

señaló que, el día de los hechos, él se encontraba patrullando cuando le 

comunicaron, por medio de la central de serenazgo, acerca de un robo. Acto 

seguido, Pedro Miguel Belaonia Cancino se dirigió al lugar de los hechos y una 

señora le indicó las características de un mototaxi azul que se había fugado y que 

estuvo en el lugar del supuesto robo. Además, indicó que nunca hubo persecución 

hacia el mototaxi y la forma que atraparon a los sujetos fue gracias a las 

indicaciones dadas por la señora antes mencionada. Consecuentemente, el 



serenazgo Pedro Miguel Belaonia Cancino intervino un mototaxi, deteniendo a 

tres sujetos de forma pacífica y sin ningún tipo de forcejeo.  

 

3.7. Sentencia de primera instancia:  
El 02 de junio de 2016, la Primera Sala Especializada en lo Penal para Procesos 

con Reos en Cárcel de Lima emitió sentencia en contra de los acusados Orlando 

Luis Quinto Davila (reo en cárcel), José Castillo Baca (reo en cárcel) y David 

Edson Franco Sarmiento (reo libre), por el delito contra el patrimonio - robo 

agravado siendo víctima Fabiana Ximena Villafuerte Astete.  

La pena solicitada por el Ministerio Público es de quince años de pena privativa 

de libertad para David Edson Franco Sarmiento y el pago de mil soles como 

reparación civil hacia la agraviada.  

Con respecto a los acusados Orlando Luis Quinto Davila y José Castillo Baca, el 

representante del Ministerio Público solicitó diecinueve años de pena privativa de 

libertad. Adicionalmente, se determinó el pago de mil soles por concepto de 

reparación civil en favor de la agraviada.  

La decisión de la Primera Sala Especializada en lo Penal para Procesos con Reos 

en Cárcel, valorizando las pruebas, dictó sentencia condenando a Orlando Luis 

Quinto Davila como autor de delito contra el patrimonio - robo agravado en grado 

consumado, imponiendo trece años de pena privativa de libertad efectiva y con 

descuento de la carcelería que se encontraba cumpliendo desde el 05 de diciembre 

de 2014. 

En relación con el procesado José Castillo Baca, fue condenado como cómplice 

secundario del delito contra el patrimonio - robo agravado en grado consumado, 

y le impusieron siete años de pena privativa de libertad efectiva con el descuento 

de la carcelería que viene cumpliendo desde el 05 de diciembre de 2014.  

En cuanto al procesado David Edson Franco Sarmiento, en calidad de cómplice 

secundario, se le impuso cuatro años de pena privativa de libertad suspendida por 

el término de tres años de prueba, cumpliendo reglas de conducta. Asimismo, se 



fijó la suma de mil soles como monto de reparación civil a favor de la agraviada 

de forma solidaria.  

Mediante la audiencia N.º 14, se dio lectura a la sentencia expedida por la Sala 

condenando a los procesados antes mencionados, se les preguntó si se 

encontraban conformes con el fallo de la sentencia, en lo que David Edson Franco 

Sarmiento indicó que si se encontraba conforme.  

Con relación a Orlando Luis Quinto Davila y José Castillo Baca, fueron 

consultados si se encontraban conformes con respecto al fallo, momento en que 

la defensa de cada uno de los sentenciados manifestó que interpondrán Recurso 

de Nulidad. 

 

3.8. Recurso de nulidad: 

Los abogados de la defensa de Orlando Luis Quinto Davila y José Castillo Baca 

fundamentaron sus recursos de nulidad con respecto a la sentencia expedida por 

la Primera Sala Especializada en lo Penal para Procesos con Reos en Cárcel, 

mediante dos escritos dirigidos a la Sala con el propósito de ser elevados a la Corte 

Suprema de Justicia de la República.   

El Abogado defensor de Orlando Luis Quinto Davila expuso, mediante su recurso 

de nulidad, que en el juicio oral no se han actuado medios probatorios de manera 

correcta y que estos no han logrado aportar certeza para esclarecer los hechos. 

Asimismo, fundamentó que no hubo una buena aplicación de los Principios 

Constitucionales como el de Presunción de Inocencia y “la duda favorece al reo”. 

Acerca del sentenciado José Castillo Baca, el abogado defensor fundamentó su 

recurso de nulidad señalando que la agraviada realizó su manifestación policial 

sin la presencia del Ministerio Público, lo cual no garantiza una buena 

administración de justicia.  

Asimismo, señaló en el escrito que a su patrocinado no se le fue encontrado 

ninguna pertenencia de la agraviada cuando se le realizó el registro personal, y 

que al momento de redactarse el atestado policial se consignó lo que los efectivos 



de la policía creyeron convenientes, ya que el representante del Ministerio Público 

no se encontraba en dicho momento.  

Por otro lado, se solicitó la absolución del sentenciado José Castillo Baca de la 

acusación fiscal, argumentando que se vulneró la presunción de inocencia y que 

solo se tomó en cuenta la manifestación policial para justificar una sentencia 

condenatoria.  

La Sala Especializada en lo Penal para Procesos con Reos en Cárcel concedieron 

el Recurso de Nulidad interpuestos por la defensa de los sentenciados, indicando 

que cumplieron con el plazo previsto en ley y satisfaciendo la formalidad exigida. 

Por lo tanto, se elevaron los autos a la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia 

de la República.  

 

3.9. Sentencia de segunda instancia:  

El 21 de septiembre de 2017, la Primera Sala Penal Transitoria de la Corte 

Suprema de Justicia de la República, resolvió el recurso de nulidad interpuesto 

por los procesados Orlando Luis Quinto Davila y José Castillo Baca con respecto 

a la sentencia de fecha 02 de junio de 2016.  

La Primera Sala Penal Transitoria consideró los fundamentos presentados en el 

recurso de nulidad interpuesto por Orlando Luis Quinto Davila, mediante el cual 

señaló la existencia insuficiente de medios probatorios, precisando que no es 

sustancial o suficiente lo actuado a nivel policial para emitir una sentencia 

condenatoria hacia el procesado. 

Mediante el recurso de nulidad, se determinó que la declaración de la víctima 

debió ser analizada cumpliendo con los presupuestos del acuerdo plenario N.º 2-

2005-CJ/116. 

Por otro lado, la Primera Sala Penal Transitoria consideró los fundamentos 

presentados en el recurso de nulidad interpuesto por el procesado José Castillo 

Baca, mediante el cual precisaron que la declaración de la agraviada presenta 

evidentes contradicciones, pues a nivel policial brindó una versión y dicha 

declaración fue realizada sin la presencia del Ministerio Público. 



Además, la declaración de la agraviada a nivel de juicio oral presentó dudas con 

respecto a la visualización del medio de transporte, el cual fue usado por los 

presuntos delincuentes y dicho relato resulta no ser coherente. Asimismo, se 

precisa que, durante el registro personal no se hallaron en posesión objetos 

pertenecientes a la agraviada, todo esto debidamente fundamentado en el recurso 

de nulidad.  

Asimismo, la Primera Sala Penal Transitoria analizó la declaración de la 

agraviada, donde manifestó que el sujeto que le robó su teléfono celular se dio a 

la fuga con sus cómplices. Acto seguido, solicitó ayuda a serenazgos, quienes lo 

persiguieron y capturaron.  

Por otra parte, el teléfono no fue encontrado en posesión de los detenidos, lo cual 

está debidamente corroborado en las actas de registro personal de los procesados 

Orlando Luis Quinto Davila y José Castillo Baca.  

Se determinó que, en la audiencia de juicio oral, la agraviada, mediante el 

interrogatorio, señaló que producto de un golpe cayó al suelo y cerró los ojos. 

Posteriormente, la víctima abrió los ojos, percatándose que ya no poseía su 

teléfono celular y que solo logró visualizar a la persona que le arrebató sus 

pertenencias. 

Seguidamente, la víctima al llegar a la comisaría, solo se encontraban dos 

detenidos, los cuales no los identificó y que transcurridos los minutos trasladaron 

a un detenido con un bebe en brazos, el cual reconoció como el sujeto que cometió 

el acto delictivo hacia su persona, siendo este Orlando Luis Quinto Davila. 

Asimismo, la agraviada señaló presentar dudas o confusión debido al transcurso 

del tiempo, todo esto señalado en audiencia de juicio oral.  

Por otro lado, se obtuvo la declaración testimonial del personal de serenazgo 

Pedro Miguel Belaonia Cancino, mediante audiencia de juicio oral, señaló que el 

día de los hechos se encontraba en el distrito de barranco patrullando, al momento 

que le comunicaron sobre un robo. Posteriormente, se acercó al lugar de los 

supuestos hechos y una señora, que se encontraba en el lugar del supuesto robo, 

le informó que fue mototaxi azul la que fue usada para el acto delictivo. Por ende, 

Pedro Miguel Belaonia Cancino se dirigió por la dirección indicada hasta 

visualizar un mototaxi azul estacionada con tres ocupantes y un bebe.  



Por lo tanto, no se concluye de manera fehaciente la responsabilidad de los 

procesados, ello en virtud de que la declaración que brindó el efectivo que los 

intervino presenta discrepancias y contradicciones con respecto a la declaración 

de la agraviada. En tal sentido, se determinó la existencia de duda razonable.  

La Primera Sala Penal Transitoria aplicó el principio de “in dubio pro-reo”, la 

duda favorece al reo, ello en atención a la duda razonable expuesta líneas 

anteriores, por lo tanto, no se pudo demostrar la responsabilidad penal de los 

procesados, ya que los medios probatorios no han generado certeza sobre la 

comisión del hecho imputado.  

Consecuentemente, la Corte Suprema, en cumplimiento con los principios de 

carga de la prueba, presunción de inocencia y la duda favorece al reo, se declaró 

haber nulidad con respecto a la sentencia de fecha 02 de junio de 2016, la cual 

condenó a Orlando Luis Quinto Davila como autor del delito contra el patrimonio, 

bajo la modalidad de robo agravado y José Castillo Baca como cómplice 

secundario del mismo delito antes mencionado. La Sala Penal reformó la 

sentencia condenatoria y, acto seguido, el colegiado absolvió a los procesados, 

disponiendo la anulación de sus antecedentes policiales y judiciales. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



IV. IDENTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS 

JURÍDICOS DEL EXPEDIENTE: 
 

4.1. Identificación de los principales problemas jurídicos: 

Del expediente analizado materia de estudio, se identificaron los siguientes 

problemas jurídicos: 

 

4.1.1. Primer problema. - ¿Se aplicó de manera correcta el acuerdo plenario 

2-2005/CJ/116 para probar plenamente la culpabilidad de los acusados y así 

justificar la decisión de primera instancia?  

El presente problema jurídico adquiere una connotación significativa, debido a 

que en el expediente analizado mediante este informe se puede observar la 

aplicación del acuerdo plenario 2-2005/CJ/116 en la sentencia de primera 

instancia por parte de la Primera Sala Especializada en lo Penal para Procesos con 

Reos en Cárcel. La Sala Penal fundamentó su decisión indicando que la agraviada 

ratificó su declaración preliminar, manteniendo en el nivel de juzgamiento 

coherencia y solidez. Asimismo, la Sala corroboró su versión con la declaración 

testimonial del personal que intervino a los acusados, por lo tanto, señalaron que 

se cumplió con lo establecido en el acuerdo plenario para valorar las pruebas de 

cargo y determinar la responsabilidad de los procesados. Por ende, corresponde a 

dar respuesta al punto controvertido emergente del problema jurídico identificado, 

mediante un análisis doctrinal, legal y jurisprudencial, a fin de establecer si se 

valoró de manera correcta la declaración de la agraviada en estricta observancia 

de las garantías de certeza establecidas en el Acuerdo Plenario.  

 

4.1.2. Segundo problema. - ¿La aplicación de los principios de presunción de 

inocencia y el indubio pro-reo son garantía suficiente para una correcta 

administración de justicia?   

Se observa la siguiente controversia jurídica, tal como se expuso en líneas 

anteriores, el fallo de segunda instancia respecto a los procesados se sustentó en 



el respeto y aplicación de dos principios de rango constitucional. En tal sentido, 

cabe cuestionarse si la sola observancia de estas garantías es suficiente para 

asegurar una correcta administración de justicia; interrogante que será absuelta a 

través de un análisis exhaustivo en los apartados posteriores mediante una 

investigación doctrinal, legal y jurisprudencial. 

 

4.2. Análisis de los principales problemas jurídicos:  

4.2.1. Análisis del primer problema: 

¿Se aplicó de manera correcta el acuerdo plenario 2-2005/CJ/116 para 

probar plenamente la culpabilidad de los acusados y así justificar la decisión 

de primera instancia?  

A fin de resolver este primer cuestionamiento, se deben analizar los siguientes 

conceptos:  

 

Acuerdo plenario 2-2005/CJ/116:  

Los Acuerdos Plenarios constituyen instrumentos o herramientas fundamentales 

que garantizan coherencia, seguridad jurídica y predictibilidad en las decisiones 

del sistema judicial. Asimismo, son mecanismos empleados por los jueces de 

nuestro país para interpretar leyes si se presentan dudas o criterios contradictorios.  

Un acuerdo plenario busca unificar criterios jurídicos, ya que en muchos casos se 

puede identificar una incorrecta interpretación de las normas. Por ende, los 

acuerdos plenarios son empleados para eliminar esa contradicción o confusión y 

producir una doctrina legal uniforme. 

Asimismo, un acuerdo plenario garantiza la seguridad jurídica, todo esto con el 

objetivo de evitar decisiones arbitrarias o repentinas. Los sujetos procesales 

tendrán conocimiento de manera exacta sobre qué tipo de decisiones tomaría un 

tribunal o que requisitos exigiría en un caso específico. 

Por otra parte, un acuerdo plenario establece pautas para vincular a los 

magistrados de instancias inferiores. Es decir, los acuerdos plenarios emitidos por 



la Corte Suprema poseen un carácter vinculante y los jueces de menor rango 

tienen el deber de ajustarse a la doctrina establecida.  

Tras definir y precisar la naturaleza de un acuerdo plenario, resulta imperativo 

analizar el Acuerdo Plenario 2-2005/CJ/116. Ya que, en el caso materia de 

análisis, su relevancia radica en haber constituido la base legal empleada por los 

jueces para validar la prueba y sustentar el fallo condenatorio de los imputados al 

finalizar la primera instancia.  

En nuestro Sistema Penal, para determinar la autoría de un individuo sobre un 

delito, existen herramientas para demostrar la responsabilidad penal mediante los 

medios probatorios. Asimismo, existen elementos de convicción que son 

aportados por la parte agraviada como por el Ministerio Público.  

En consecuencia, cabe cuestionar qué sucede cuando la parte agraviada es el único 

testigo o fuente de prueba, y cómo se logra demostrar la credibilidad de un 

testimonio para, así, determinar una pena de manera motivada.  

Ante estas interrogantes, nuestro sistema de justicia elaboró el Acuerdo Plenario 

2-2005/CJ/116. Este instrumento jurídico establece los criterios de valoración de 

las declaraciones o testimonios de los agraviados (testigos - víctimas), 

especialmente cuando solo existe un testigo único, permitiendo, así verificar la 

credibilidad de la víctima y de los hechos imputados.   

Según Vizcarra (2016), la doctrina en el derecho procesal penal reconoce al 

testimonio como medio de prueba, ya que es un elemento de convicción 

fundamental y se emplea más en delitos como robo, la libertad sexual u 

homicidios. Es decir, se aplica particularmente en ilícitos de naturaleza violenta, 

sin dejar de lado los otros tipos de pruebas periciales o documentales para 

esclarecer de forma idónea los hechos.  

Dentro de este marco de ideas, podemos entender que el acuerdo plenario 2-

2005/CJ/116, es una herramienta utilizada por los magistrados para valorar las 

pruebas ofrecidas por ambas partes. Asimismo, es empleado para darle 

credibilidad al testimonio de la víctima y determinar si su relato posee suficiente 

coherencia para enervar la presunción de inocencia del imputado.  



Por ende, se debe precisar que dicho acuerdo plenario se rige bajo dos normas, y 

estas fundamentan su aplicación estableciendo criterios de valoración de la prueba 

penal. En primer lugar, nos encontramos con el Principio de Presunción de 

Inocencia, tipificado en nuestra Carta Magna. En segundo lugar, el art. 283° del 

código de procedimientos penales. 

Nuestra Constitución Política consagra el Principio de Presunción de Inocencia 

en el artículo 2°, inc. 24, Apart. E, el cual determina que toda persona en nuestro 

Estado debe ser considerada inocente mientras no se haya demostrado de manera 

judicial su responsabilidad.  

Según Chanamé (2009), la presunción de inocencia es un derecho fundamental de 

cada ser humano, sin excepción, y que el sistema judicial, mediante el debido 

proceso debe demostrar con pruebas o evidencias su culpabilidad. No podemos 

basarnos en supuestos o indicios para acreditar la responsabilidad penal de un 

procesado. 

Bajo este contexto, cobra mayor relevancia la actuación de los medios 

probatorios. El Acuerdo Plenario 2-2005/CJ/116 establece criterios de valoración 

de la prueba penal, como ya hemos explicado líneas anteriores sobre la presunción 

de inocencia, resulta necesario precisar sobre el art. 283° del código de 

procedimientos penales.  

El art. 283° del código de procedimientos penales otorga a los magistrados la 

facultad de valorar los hechos y las pruebas mediante el criterio de conciencia. Es 

decir, los jueces aprecian, bajo principios, la carga probatoria y sus respectivos 

elementos de convicción. Cabe recalcar que el expediente objeto de estudio se 

ajustó bajo las disposiciones del Código de Procedimientos Penales, 

fundamentando todo su iter procesal en el marco de dicho cuerpo normativo.  

Por lo tanto, ninguna persona puede ser condenada si no existen pruebas, en tal 

sentido, la actividad probatoria debe ser actuada bajo las garantías que le son 

propias y legalmente exigibles. Dicha valoración, debe ser empleada en estricta 

observancia de las reglas de la lógica, las máximas de la experiencia y un debido 

razonamiento judicial.  



Según Vizcarra (2016), los medios de pruebas se dividen en tipos y dentro de estas 

categorías podemos encontrar los medios de pruebas personales, los cuales buscan 

generar la convicción plena a un magistrado respecto a la teoría del caso propuesta 

por los sujetos procesales. Estos medios probatorios comprenden los testimonios 

del agraviado y del procesado; asimismo, la declaración de los testigos y la de los 

peritos quienes sustentan sus hallazgos o conclusiones en su informe pericial.  

El Acuerdo Plenario 2-2005/CJ/116 establece determinados criterios o reglas de 

valoración, estas exigencias aseguran las garantías en un proceso penal 

constitucionalmente tutelado. Además, dichas directrices van dirigidas tanto a la 

parte agraviada como a los coimputados. 

En primer lugar, la declaración de un coimputado sobre los hechos presuntamente 

cometidos, juntamente con otro coimputado, debe ser valorada mediante ciertas 

circunstancias, las cuales se rigen bajo criterios de credibilidad. Dichas 

circunstancias que deben ser objeto de valoración son las siguientes:  

- Se debe analizar la personalidad del coimputado desde una perspectiva 

subjetiva. Es decir, corresponde evaluar la relación que posee el 

coimputado con el afectado por su testimonio. Por ende, su declaración no 

debe ser motivada por venganza, odio, revanchismo u obtener cualquier 

beneficio, ya que todas estas características restan credibilidad a sus 

declaraciones.  

- La manifestación incriminatoria debe sujetarse bajo una perspectiva 

objetiva. Es decir, el relato debe ser confirmado por otros elementos de 

convicción en contra del sindicado. Estos datos, hechos o circunstancias 

externas pueden ser de carácter periférico. 

- El coimputado debe poseer y conservar la coherencia en su relato. Es 

decir, su manifestación debe ser sólida a través del tiempo. Cabe recalcar, 

que no existen directrices que no admitan matizaciones de sus 

afirmaciones a través del proceso. Los magistrados evaluarán y analizarán 

la versión del coimputado para así optar por la más adecuada. 

En segundo lugar, si un agraviado es el único testigo de los hechos, su declaración 

debe ser considerada como prueba válida de cargo. Dichas declaraciones deben 

poseer ciertas características para enervar así la presunción de inocencia del 



imputado. Por ende, las afirmaciones de la víctima deben ser evaluadas mediante 

garantías de certeza, las cuales se detallan a continuación:  

- Ausencia de incredibilidad subjetiva, el agraviado y el imputado no deben 

poseer ningún tipo de relación motivada por el odio, resentimientos, rencor 

u otros. Es decir, el relato de la víctima no debe ser motivado por fines 

espurios o para perjudicar al imputado.  

- El agraviado con su declaración debe presentar verosimilitud en su relato. 

Es decir, no solo basta con la coherencia y la solidez, si no que esta debe 

ser corroborada por más detalles. Según Vizcarra (2016), en este requisito 

deben existir corroboraciones periféricas que posean un carácter objetivo. 

Por lo tanto, el testimonio de la víctima debe poseer indicios conducentes, 

consecuentes y libres de contraindicios.  

- La declaración del agraviado debe ser permanente y coherente. Es decir, 

la incriminación debe poseer persistencia en sus afirmaciones sin 

contradicciones o modificaciones. La persistencia en la incriminación del 

imputado a través de las declaraciones de la víctima debe ser lógica, sin 

ambigüedades y prolongada a través del tiempo.  

Por lo tanto, al analizar los requisitos que exige el Acuerdo Plenario 2-

2005/CJ/116 sobre las declaraciones del coimputado y agraviado, es imperativo 

señalar que el contenido de estas debe ser evaluadas mediante un riguroso examen 

de fiabilidad por parte de los magistrados.  

Asimismo, para enervar la presunción de inocencia, el relato de la víctima debe 

superar los tres filtros de control que señala el Acuerdo Plenario 2-2005/CJ/116. 

Cabe recalcar que los jueces valoran estas declaraciones a través de un análisis 

riguroso para, así, determinar la credibilidad de dichas afirmaciones. No obstante, 

estas reglas no son rígidas, ya que las afirmaciones del agraviado pueden presentar 

matizaciones y corresponde al órgano jurisdiccional adaptarlas al caso.  

Por ende, dicho acuerdo plenario es empleado como herramienta para valorar el 

testimonio de las víctimas y así demostrar su credibilidad. Asimismo, es un 

mecanismo esencial de control racional, por el cual los magistrados buscan la 

fiabilidad del relato del agraviado y, así, determinar si existe una justificación o 

fuerza probatoria necesaria para sustentar una condena.  



Vizcarra (2016), enfatiza que el testimonio de una víctima resulta indispensable 

para esclarecer los hechos que son solicitados en algunos tipos de procesos. Con 

frecuencia el testimonio del agraviado es la única prueba de cargo, por ende, se 

deben disponer criterios que permitan enervar la presunción de inocencia.  

Si bien las exigencias que señala este Acuerdo Plenario para las declaraciones de 

coimputados y agraviados poseen similitudes, es necesario resaltar el requisito de 

verosimilitud, el cual exige que el relato esté apoyado por datos periféricos 

objetivos.  

Según Guerrero (2017), el testimonio de un agraviado no debe ser presentado de 

una manera aislada, es decir, su declaración tiene que ser sustentada mediante 

elementos de convicción periféricos y objetivos.  

Asimismo, Guerrero (2017) señala que los datos de corroboración periféricos 

pueden ser de diversas formas, como manifestaciones de terceros que agreguen 

algún aspecto fáctico cuyo análisis y comprobación contribuyan a la verosimilitud 

del relato de la víctima. Así como, los exámenes periciales, lesiones producidas 

por el evento delictivo, evidencia médica u otros que aporten aspectos de igual 

valor comprobante.  

Por lo tanto, el Acuerdo Plenario 2-2005 cuando señala sobre la verosimilitud de 

los testimonios de las víctimas, éstas deben estar respaldadas de ciertas 

corroboraciones periféricas, No sólo la declaración debe tener solidez y 

coherencia, sino que deben poseer un carácter objetivo que lo doten de una aptitud 

probatoria.  

Resulta imperativo delimitar el concepto de corroboración, según López (2007), 

la corroboración consiste en agregar datos que den fortaleza a una imputación con 

otros elementos. Es decir, se tratan de evidencias empíricas, que no coinciden con 

el hecho imputado pero que sirven para corroborar la veracidad del relato y la 

convicción de que se haya producido el hecho delictivo. 

Por otro lado, sobre el adjetivo periférico, de acuerdo con la casación 482-2016, 

Cusco, para lograr el estándar de verosimilitud, la sindicación personal debe estar 

fortalecida por elementos de convicción externos y objetivos. Es decir, la prueba 

debe centrarse en referentes periféricos añadidos a la manifestación de la víctima.  



Tal como señala Toledo (2025), el Acuerdo Plenario 2-2005/CJ/116 precisa que, 

para lograr desvirtuar la presunción de inocencia en los casos en donde exista un 

único testigo (víctima) y su sola sindicación, se deben brindar elementos de prueba 

que son incorporados con fines corroborativos; en otras palabras, el agraviado, 

como único testigo, debe proporcionar corroboraciones periféricas que aporten 

datos objetivos del hecho. 

Desde una perspectiva comparada, Nieva Fenoll (2010) señala que la fiabilidad 

de una declaración se ve fortalecida cuando el relato se halla secundado por datos 

que de forma indirecta confirmen la veracidad del declarante. Cabe recalcar que 

no siempre las corroboraciones vienen de personas, sino también de hechos que 

suceden al mismo tiempo del evento delictivo. 

 

Análisis de la Culpabilidad en el marco de la aplicación del Acuerdo Plenario 

Acuerdo Plenario 2-2005/CJ/116: 

Dentro de la estructura de nuestro sistema penal, la culpabilidad constituye un 

pilar fundamental de la teoría del delito. Su estudio en nuestro país radica en 

evaluar la responsabilidad de un individuo con respecto a una actividad delictiva, 

esto se configura como juicio de reproche individual, en donde una persona tiene 

la opción de alinearse al derecho, pero que opta por vulnerarlo. 

En nuestro país, para determinar la culpabilidad de una persona, se evalúa si el 

acto ilícito es reprochable de forma personal. Se analizan tres elementos como la 

imputabilidad, antijuridicidad y la exigibilidad de dicha conducta, todo esto 

fundamentado en el Principio de culpabilidad “Nullum pena sine culpa”.  

Nuestro Derecho Penal sitúa a la culpabilidad como un presupuesto indispensable 

para determinar la responsabilidad penal. Es decir, funciona como un límite 

garantista del “ius punendi” y determina que las acciones hayan sido cometidas 

de forma objetiva, ya que nuestro derecho exige que exista dolo o culpa para 

imponer una pena.   

Para Bagnat (2020), el Principio de Culpabilidad no solo determina que el 

individuo decida con libertad, sino que realice sus acciones de forma correcta. 

Asimismo, precisa que la conciencia es el medio que enjuicia, de antemano, 



nuestras propias acciones y por el que se perciben los conceptos valorativos del 

ser humano. 

Cabe recalcar que es necesario separar los conceptos de culpabilidad que 

encontramos en nuestro Código Penal, mediante el Principio de Responsabilidad 

Penal, y la culpabilidad como categoría dogmática, señalada al momento de 

exponer la Teoría del Delito.  

El art VII. del Código Penal Peruano determina el Principio de responsabilidad 

penal señalando que las penas requieren de responsabilidad del autor. Asimismo, 

estipula que debe quedar proscrita toda forma de responsabilidad objetiva.  

La responsabilidad penal, según nuestro Código Penal, ostenta una naturaleza 

personalísima, es decir, debe existir voluntad de realizar una acción típica para 

que exista una sanción (responsabilidad subjetiva).  

Según Trujillo (2020), el principio de culpabilidad o principio de responsabilidad 

subjetiva requiere que el agente del injusto penal posea la autodeterminación 

necesaria para orientar su actuar conforme a Derecho. Bajo este enfoque, la 

facultad punitiva del estado adquiere legitimidad cuando se es demostrado que el 

individuo posee un margen de libre decisión sobre sus actos, permitiéndole 

discernir y elegir el cumplimiento de la norma sobre la comisión de un ilícito.  

 

Bagnat (2020), la culpabilidad es el aspecto fundamentalmente subjetivo del 

delito, ya que se considera como un hecho de conciencia. Por ende, el desarrollo 

y progreso del derecho penal se encuentra relacionado intrínsecamente a la 

progresiva acentuación de la culpabilidad en el estudio del delito. 

El artículo art. VII. del Código Penal de nuestro país, pone en manifiesto que no 

solo debemos basarnos en un resultado material (responsabilidad objetiva), sino 

que, en virtud del principio de culpabilidad que se encuentra estrechamente en 

relación con nuestro sistema penal, no se puede sancionar una acción que carezca 

de intencionalidad.  

Según Trujillo (2020), la mera producción de un resultado lesivo o la ejecución 

de un acto accidental resultan insuficientes para fundar una condena. Además, se 

requiere que tales fenómenos se encuentren conectados con la persona en forma 



subjetiva a través de las manifestaciones de dolo o culpa, En consecuencia, el 

efecto material o la causa objetiva indispensablemente deben haber sido queridas 

o previstas por el agente. 

Según Chirinos (1996), resulta evidente que la responsabilidad objetiva no está 

permitida en nuestro código penal. Es decir, no se puede atribuir responsabilidad 

sobre aquellos hechos que se generan con ausencia de intención (dolo) o 

imprudencia (culpa) por parte del autor. 

Para Zaffaroni (2006), toda voluntad tiene como objetivo una determinada 

finalidad, ya que siempre que se tiene voluntad, ésta proviene de una razón. Dicho 

en otras palabras, no existe voluntad sin poseer una finalidad u objetivo concreto. 

Por lo tanto, resulta pertinente precisar que, en consonancia con la doctrina, la 

culpabilidad es un requisito indispensable para imponer una sanción. Asimismo, 

el principio “nulla poena sine culpa” dejó de ser una regla técnica y se transformó 

como uno de los preceptos inalienables del ordenamiento penal moderno.  

Por ende, los códigos penales en la actualidad se han elaborado cimentando su 

base bajo el Principio de culpabilidad, con el objetivo de proscribir íntegramente 

la responsabilidad objetiva.  

Según Cerezo Mir (1980), la culpabilidad es la reprochabilidad individual del 

injusto o conducta antijurídica. El reproche penal sólo es legítimo cuando el 

individuo realiza una acción antijurídica teniendo capacidad de autodeterminación 

y opta por quebrantar la norma.  

 

 

 

 

 

 

 



4.2.2.  Análisis del segundo problema:  

¿La aplicación de los principios de presunción de inocencia y el indubio pro-

reo son garantía suficiente para una correcta administración de justicia?   

A fin de resolver este segundo cuestionamiento, se debe analizar sobre los 

principios en el Derecho Penal y su aplicación:  

 

La aplicación de Principios en el Sistema Penal:  

En el Derecho Penal, los principios son directrices que se emplean como normas 

superiores para limitar el poder punitivo de un Estado o como un límite del ius 

puniendi. Del mismo modo, Bacigalupo (1996) señala que el uso del poder 

punitivo de un Estado debe ser controlado por ciertos límites contenidos en su 

Constitución y, en consecuencia, legitimar su sistema penal a través de principios 

fundamentales del Derecho Penal. 

Asimismo, dichos principios son concebidos como un escudo que posee todo 

ciudadano en un estado de derecho ante la posibilidad de presentarse algún tipo 

de arbitrariedad por parte de los operadores de justicia.  

En ese sentido, cabe precisar que, en nuestro país, los principios se presentan 

como normas jurídicas obligatorias que garantizan el poder del estado de forma 

limitada, evitando la arbitrariedad, asegurando la proporcionalidad de las penas y 

protegiendo la libertad individual.  

Por otra parte, los principios sirven como base ética y normativa de nuestro 

sistema penal. Por lo tanto, nuestro sistema punitivo se basa en garantías, 

asegurando que la Justicia sea legítima, racional y respetando los Derechos 

Humanos.  

Los fines del Derecho Penal son regular y minimizar la violencia punitiva. Por lo 

tanto, el sistema penal no sólo busca castigar, sino que actúa paralelamente como 

un mecanismo de contención, promoviendo la existencia de un sistema racional y 

reduciendo de forma mínima la violencia ejercida por el estado. Todo esto 

reflejado a través de principios y garantías constitucionales, legitimando y 

justificando el sistema penal (Ferrajoli, 2006). 



Previamente al análisis de los principios penales aplicados en nuestro sistema 

punitivo, es necesario remitirse a nuestra Constitución Política, ya que nuestra 

norma suprema no solo define el carácter democrático y garantista de nuestra 

justicia, sino que, a su vez, alberga los cimientos de nuestro Derecho Penal.  

Para Peña Cabrera Freyre (2007), el Derecho Constitucional y el Derecho Penal 

poseen una estrecha relación, ya que nuestro sistema penal se encuentra regulado 

y determinado por principios contenidos en nuestra carta magna. Por lo tanto, 

nuestra ley fundamental modera y delimita la naturaleza de nuestro sistema 

punitivo. 

Los principios contenidos en nuestra Constitución poseen una jerarquía superior, 

sirviendo como base para nuestro sistema penal. Asimismo, estos irradian y 

legitiman a las normas de rango inferior. Por lo tanto, resulta imperativo analizar 

de forma obligatoria estas directrices fundamentales, las cuales protegen al 

ciudadano frente al estado.  

Según Kelsen (1999), existe una estructura jerárquica y las normas se distribuyen 

en estratos superpuestos. Por ende, un orden jurídico nacional es esquematizado 

a través de una norma fundamental, definiendo así su estructura jerárquica. La 

constitución es el grado superior del derecho positivo, cuya función principal es 

la de regular los órganos jurisdiccionales, así como el procedimiento en la 

elaboración y el contenido de las normas generales.  

En nuestro país, el Principio de Legalidad se encuentra contenido en el art. 2°, 

inc. 24. Apart. A. Dicho principio determina que “nadie está obligado a hacer lo 

que la ley no manda, ni impedido de hacer lo que ella no prohíbe. La libertad para 

el desarrollo humano es de forma amplia, salvo los que estén expresamente 

prohibidos por la ley”.  

Según Chanamé Orbe (2009), nuestra constitución garantiza la mayor libertad de 

la persona. Nuestras leyes no deben limitar este derecho en casos de su ejercicio 

sensato. En tal sentido, al existir un límite en nuestra libertad, este debe 

encontrarse expresamente establecido mediante una ley. 

Asimismo, Miró Quesada Gayoso (2024) señala que nuestra constitución en el 

art. 2°, inc. 24. Apart. A.  se reconoce la libertad de las personas como un derecho 



fundamental y a desarrollarse libremente, pero determinando ciertos límites en su 

ejercicio. Nadie está obligado a hacer lo que la ley no manda, ni impedido a hacer 

lo que la ley no prohíbe.   

Por otra parte, nuestra constitución mediante el art 2°, inc. 24, apart, D. determina 

lo siguiente, “nadie será procesado ni condenado por acto u omisión que el tiempo 

de cometerse no esté previamente calificado en la ley, de manera expresa e 

inequívoca, como infracción punible; ni sancionado con pena no prevista en la 

ley” consagrando el principio de irretroactividad de la ley. 

Dicho artículo mencionado líneas atrás, se encuentra fuertemente relacionado a 

los principios de legalidad y el debido proceso. Determina que ninguna persona 

puede ser sancionada sin la existencia de una ley previa, escrita y cierta (lex 

praevia, lex scripta, lex certa) estableciendo de este modo la irretroactividad de 

la ley, garantizando que ningún ciudadano puede ser procesado o condenado por 

un hecho que al momento de su ejecución no se encontraba debidamente tipificada 

como un delito en nuestro sistema jurídico.  

Por un lado, Miró Quesada Gayoso (2024) menciona que no existe un crimen sin 

la presencia de una ley y no se puede imponer una pena sin una ley previa. Es 

decir, para que una conducta humana pueda ser sancionada y catalogada como 

delito o falta, esta debe encontrarse expresamente prohibida por nuestra ley 

(nullum crimen, nulla poena, sine lege).   

Por otro lado, Chanamé Orbe (2009) precisa que ninguna persona puede ser 

procesada o condenada por un hecho que al producirse no era calificado como un 

delito. Todos los delitos deben encontrarse bien tipificados en nuestra ley o 

descritos en esta. La ley sólo debe ser aplicada hacia el futuro al momento de ser 

creada. Por lo tanto, no puede tener efecto retroactivo.  

El art. 2°, inc, 24, apart. E. de nuestra Constitución Política consagra la presunción 

de inocencia como un pilar del debido proceso. Dicho artículo instituye la 

presunción de inocencia como un derecho fundamental que toda persona posee en 

nuestro estado de derecho, “toda persona es considerada inocente mientras no se 

haya declarado judicialmente su responsabilidad”.  



Para Valderrama (2021), la presunción de inocencia es un derecho - garantía que 

ampara al imputado y se manifiesta durante todo el proceso penal. Nuestra justicia 

debe demostrar, a través de evidencias, la culpabilidad de un procesado y así 

justificar una sentencia válida, rechazando presunciones basadas en indicios o 

supuestos. 

Villegas (2021), sostiene que la invocación de la presunción de inocencia, como 

un derecho constitucional, consiste en prevenir el atentado contra los derechos de 

las personas sometidas a un proceso, como si fuesen efectivamente culpables.  

Por otra parte, nuestra Constitución Política posee un vasto catálogo de garantías. 

Podemos encontrar algunas en el artículo 139° de nuestra carta magna, donde se 

establecen los principios y derechos de la función jurisdiccional. 

Dichas directrices funcionan como ejes rectores o de control, los cuales permiten 

verificar si la actividad de nuestro sistema de justicia se ajusta a los estándares 

constitucionales, promoviendo un nivel de justicia y coherencia lógica en nuestro 

sistema punitivo.  

 

El art 139°, inc. 3. de nuestra constitución política consagra el principio del debido 

proceso, el cual señala que toda persona tiene derecho a un proceso o juicio justo, 

en donde se respeten sus derechos y garantías. Por lo tanto, podemos definir este 

artículo como un conjunto de garantías que nuestro sistema punitivo establece 

para investigar y procesar a una persona, las cuales salvaguardan una justicia 

equilibrada, idónea e imparcial.  

Según precisa Campos (2018), el debido proceso es el conjunto de garantías 

penales y procesales que poseen todos los ciudadanos en nuestro país. Dichas 

garantías deben ser respetadas en todas las etapas del proceso penal. Es decir, el 

estado, como titular del derecho punitivo, tiene el deber y la obligación de 

garantizar los derechos de los procesados en el iter procesal.  

El art 139°, inc 11. establece el principio de “la duda a favor del procesado”, 

denominado comúnmente a través del aforismo latino “in dubio pro reo”, cuya 

génesis se remonta a la doctrina de los juristas romanos, entre los cuales se destacó 

Ulpiano. Según Chanamé Orbe (2009), Ulpiano, un jurista de la antigua Roma, a 



través de su Digesto, manifestó que es mejor dejar sin castigo el delito de un 

culpable que condenar a un inocente.  

Interpretando esta fuente de derecho, podemos entender, que al existir una duda 

razonable o conflicto de leyes, donde el juez no tenga la convicción de la 

culpabilidad de una persona, pero del mismo modo no se ha probado plenamente 

su inocencia, es pertinente emplear dicho principio, el cual indica que es preferible 

absolver a un culpable que penar a un inocente.  

Según Bustamante Rúa (2010), el “in dubio pro reo” es un principio de jerarquía 

constitucional con el objetivo de garantizar la libertad individual como un derecho 

fundamental, bien de manera positiva resguardando su plena vigencia, o bien para 

determinar restricciones de la forma menos gravosa posible, entendiéndolo más 

como una excepción y no como una regla.  

Una vez establecido y delimitado el marco constitucional, resulta imperativo 

analizar cómo estos principios irradian en nuestro sistema penal, toda vez que las 

normas que se encuentran en nuestro Código Penal y Procesal Penal operan como 

garantías, impidiendo que el Estado aplique penas de forma arbitraria.  

Para Montoya (2020), los principios son normas que fueron diseñadas con el 

objetivo de proteger determinados bienes o valores calificados como esenciales. 

Dichos principios son empleados para el libre desarrollo de la personalidad y la 

convivencia social, bajo parámetros democráticos.  

En el título preliminar, art. II de nuestro Código Penal se consagra el Principio de 

Legalidad. Este principio señala que ningún ciudadano puede ser sancionado por 

un acto que no se encuentra previsto como delito o falta en nuestra ley vigente al 

momento de su comisión. Por lo tanto, nadie puede ser sujeto a una pena o medida 

de seguridad que no se encuentre establecida en nuestra norma penal. 

Chirinos (1996), señala mediante la expresión latina “nullum crimen, nulla poena 

sine lege”, que no hay crimen ni pena sin ley; precisando el principio de legalidad 

y que la ley debe ser escrita, estricta, cierta y previa.  

Según Bramont-Arias (2008), solo la ley es la encargada de señalar que conductas 

son prohibidas o delictivas. Asimismo, solo las leyes determinarán las penas 

impuestas para aquellas conductas que vayan en contra del ordenamiento jurídico.  



El art. V, del título preliminar de nuestro Código Penal consagra el Principio del 

Debido Proceso. Dicho principio determina que sólo el juez competente es el 

encargado de imponer penas o medidas de seguridad. Asimismo, señala que los 

jueces no pueden realizar dichas acciones si estas no están contenidas o 

establecidas en nuestras leyes.  

Asimismo, Chirinos (1996) señala que el Principio del Debido Proceso es una 

expresión complementaria al Principio de Legalidad (Nullum crimen, nulla poena 

sine lege), donde se formula el “nulla poena sine juditio”, que, en otras palabras, 

significa que no puede existir pena sin juicio y, además, no puede haber un juicio 

realizado por un juez que no sea competente.  

El Principio de Responsabilidad Penal, contenido en el art. VII. del título 

preliminar de nuestro Código Penal, determina que las penas impuestas a las 

personas requieren de responsabilidad penal del autor. Asimismo, manifiesta que 

queda proscrita toda forma de responsabilidad objetiva.  

Para Peña Cabrera (2007), la responsabilidad, el reproche personal o la 

imputación individual es un tema de larga discusión en la dogmática actual. Por 

lo tanto, se debe definir de forma clara y precisa cuales son los fundamentos que 

legitiman a un Estado a imponer una sanción tan severa como privar de su libertad 

a un ciudadano. Asimismo, define que la responsabilidad es el límite que debe 

analizar un juzgador al momento de imponer o determinar judicialmente una pena.  

Bramont-Arias Torres, (2008) define de una forma más clara el Principio de 

Responsabilidad Penal determinando que no existe pena sin culpabilidad. La 

sanción penal sólo se justifica si el hecho puede ser exigido o reprochado al autor, 

aludiendo a la responsabilidad subjetiva y excluyendo la responsabilidad por el 

mero resultado, identificada como responsabilidad objetiva. 

Nuestro país es un Estado Constitucional de Derecho donde la justicia no se 

encuentra definida solo por nuestras leyes, sino por la forma en que es aplicada a 

todos sus integrantes. Por ende, es preciso abordar nuestro Código Procesal Penal, 

concretamente en lo referido al Principio de Presunción de Inocencia. Dicho 

principio es un derecho fundamental y la base de todo sistema de garantías, 

protegiendo así al ciudadano de cualquier desborde o arbitrariedad del poder 

estatal.  



El art. II del Título Preliminar de nuestro Código Procesal Penal consagra el 

Principio de Presunción de Inocencia, indicando que toda persona imputada por 

la comisión de un hecho punible debe ser considerada inocente. Por lo tanto, para 

demostrar su responsabilidad, se requiere una actividad probatoria suficiente de 

cargo. Dichas pruebas deben ser obtenidas y actuadas con todas las garantías 

procesales contenidas en nuestro sistema penal.  

Según Cubas Villanueva (2009), el Principio de Presunción de Inocencia es uno 

de los pilares del proceso penal acusatorio; el cual garantiza el derecho de toda 

persona a que se presuma su inocencia en tanto no se produzca una sentencia 

condenatoria. Dicho principio es aplicado durante todas las etapas del proceso 

penal y en todas las instancias.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



V. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE CADA PROBLEMA JURÍDICO  

5.1 Aplicación correcta el acuerdo plenario 2-2005/CJ/116 para probar 

plenamente la culpabilidad de los acusados 

En el presente expediente objeto de estudio, no se aplicó de forma correcta el 

acuerdo plenario 2-2005/CJ/116 para justificar la decisión de los magistrados con 

respecto a la sentencia impuesta en primera instancia contra los acusados Orlando 

Luis Quinto Davila, José Castillo Baca y David Edson Franco Sarmiento, 

imputados por la comisión delito contra el patrimonio, en la modalidad de robo 

agravado.  

Como fue explicado en párrafos anteriores, el Ministerio Público formuló 

acusación escrita contra los acusados mencionados líneas arriba por el delito de 

robo agravado. La Primera Sala Especializada en lo Penal para Reos en Cárcel de 

Lima empleó el acuerdo plenario 2-2005/CJ/116, determinando que se 

cumplieron todos los criterios exigidos por este, considerando una suficiencia 

probatoria y que la declaración de la víctima sea valorada como prueba suficiente.  

Resulta imperativo comprender si el acuerdo plenario fue empleado de manera 

correcta por parte de los magistrados y así como determinar si los criterios 

exigidos se cumplieron completamente para, así, justificar una sentencia 

condenatoria por parte de la Sala.  

Según Vizcarra (2016) el derecho procesal penal reconoce al testimonio como 

medio de prueba, ya que es un elemento de convicción fundamental y se emplea 

particularmente en ilícitos de naturaleza violenta como el robo, delitos contra la 

libertad sexual o el homicidio.  

Es preciso señalar que el acuerdo plenario empleado por la sala establece los 

criterios de valoración de las declaraciones o testimonios de los agraviados 

(testigos - víctimas), especialmente cuando solo hay un testigo único, permitiendo 

así verificar la credibilidad de la víctima y de los hechos imputados.   

Dichos criterios de valoración de las declaraciones de los agraviados, o garantías 

de certeza, contenidos en el acuerdo plenario son los siguientes:  



- Ausencia de incredibilidad subjetiva. - El agraviado y el imputado no 

deben poseer ningún tipo de relación como odio, resentimientos, rencor u 

otros, ya que, de presentar una declaración motivada por tales 

subjetividades, pondrá en duda la imparcialidad de la víctima y la de su 

testimonio. Por lo tanto, el relato del agraviado no debe ser por motivos 

oscuros o para perjudicar al imputado.  

- Verosimilitud. - El agraviado, en su declaración, debe presentar 

verosimilitud en su relato. Es decir, no solo basta con la coherencia y la 

solidez, sino que esta debe ser corroborada por más detalles. Según 

Vizcarra (2016), en este requisito deben existir corroboraciones 

periféricas que posean un carácter objetivo. Por lo tanto, el testimonio de 

la víctima debe poseer indicios conducentes, consecuentes y libres de 

contraindicios.  

- Persistencia en la incriminación. - La declaración del agraviado debe ser 

permanente y coherente. Es decir, la incriminación debe poseer 

persistencia en sus afirmaciones, sin contradicciones o modificaciones. La 

persistencia en la incriminación del imputado, a través de las 

declaraciones de la víctima, debe ser lógica, sin ambigüedades y 

prolongada a través del tiempo.  

 

Si bien es cierto, resulta evidente que las garantías de certeza constituyen un 

presupuesto determinante para poder enervar la presunción de inocencia de los 

acusados. Por ende, para lograr dicho objetivo, el relato de la víctima debe superar 

estos tres filtros de control que señala el Acuerdo Plenario 2-2005/CJ/116. 

Es importante recalcar, que los magistrados deben valorar dichas declaraciones a 

través de un análisis exhaustivo y, así, poder determinar la veracidad de dichas 

afirmaciones. No obstante, estos requisitos no son unas reglas rígidas, ya que las 

declaraciones aportadas por los agraviados tienen la posibilidad de presentar 

ciertas matizaciones y, por consiguiente, deben ser analizadas con el rigor que 

corresponde. Por ende, compete al órgano jurisdiccional adaptarlas al caso o, 

como indica el Acuerdo Plenario, una cuestión meramente valorativa. 



Resulta necesario analizar las pruebas y los fundamentos que justifican la decisión 

del tribunal, así como los argumentos que acreditan el cumplimiento de las 

garantías de certeza señaladas en dicha doctrina jurisprudencial.  

Por una parte, la Primera Sala Especializada en lo Penal para Reos en Cárcel, 

señaló que lo expuesto por la agraviada es coherente con el contenido del atestado 

policial y lo manifestado en el interrogatorio en la etapa de juzgamiento, 

determinando, así, la solidez en su relato. Asimismo, señalan que la agraviada 

logró ver a la persona que intentó arrebatarle su cartera y sustraer su teléfono 

celular, reconociendo, así, a Orlando Luis Quinto Davila como la persona que 

realizó dicha acción. 

Por otra parte, la agraviada no reconoce las otras dos personas implicadas en la 

investigación, todo esto declarado en el interrogatorio de la etapa de juzgamiento; 

pero la sala determinó que optaron por considerar la declaración brindada en sede 

policial, la cual mantiene valor probatorio por no ser cuestionada y en donde se 

manifiesta que si existió reconocimiento de los tres sujetos implicados. Cabe 

recalcar, que la manifestación de la agraviada en el atestado policial no fue con 

presencia del Ministerio Público.  

Resulta evidente, que existe una contradicción por parte de la agraviada con 

respecto a sus declaraciones en las distintas etapas del proceso, lo cual genera 

dudas sobre si la sala resolvió de forma coherente dicho proceso. Asimismo, se 

cuestiona si los magistrados analizaron con rigurosidad la veracidad de las 

manifestaciones y más aún cuando la víctima es el único testigo de los hechos 

relatados.  

La Sala determinó que la sola sindicación de la agraviada, siendo la única testigo 

de los hechos, cumple con los presupuestos para ser considerada como prueba 

válida de cargo y, por ende, virtualidad procesal para, así, enervar la presunción 

de inocencia de los imputados.  

Los magistrados valoraron los requisitos expresados en el Acuerdo Plenario 2-

2005/CJ/116 y determinaron que, cuando el agraviado sea el único testigo de lo 

hechos, se considerará prueba de cargo suficiente cuando se cumplan las garantías 

de certeza como ausencia de incredibilidad subjetiva, verosimilitud y persistencia 

en la incriminación.  



Según la Sala, la agraviada no posee ningún tipo de relación con los imputados 

cumpliéndose así el requisito de incredibilidad subjetiva. Asimismo, los 

magistrados determinaron que la víctima detalló quiénes fueron los imputados, 

precisando la participación de cada uno de ellos en la acción delictiva. Asimismo, 

resaltó la forma y las circunstancias en la que fue víctima del robo. Dicha 

imputación, según los magistrados, adquiere verosimilitud en base a las 

corroboraciones periféricas establecidas en las declaraciones.  

Por otro lado, se señaló que la sindicación a nivel preliminar, realizada por la parte 

agraviada contra los acusados, fue ratificada a nivel de juzgamiento y, asimismo, 

corroborada con la declaración del sereno que intervino y trasladó a la comisaría 

a los imputados. Según el tribunal, se estaría cumpliendo el requisito de 

persistencia en la incriminación determinando así que se satisfacen todas las 

garantías de certeza señaladas en el Acuerdo Plenario 2-2005/CJ/116. 

Por lo tanto, la Primera Sala Especializada en lo Penal para Reos en Cárcel valoró 

las pruebas con un criterio de conciencia, señalando que, si se cumplieron los 

requisitos para enervar la presunción de inocencia, determinando la 

responsabilidad de los imputados. En consecuencia, la Sala emitió sentencia 

condenatoria en contra de los acusados.  

Ahora bien, teniendo conocimiento de lo expuesto por parte del tribunal resulta 

necesario precisar si los magistrados evaluaron de forma correcta las garantías de 

certeza del Acuerdo Plenario 2-2005/CJ/116 con respecto a su decisión y la pena 

impuesta.  

 

En primer lugar, sobre el requisito de incredibilidad subjetiva:  

La agraviada no posee ningún tipo de relación con los imputados. Es decir, no 

existen sentimientos de odio, resentimientos, enemistad u otros. La víctima no 

conocía a los sujetos que le robaron su teléfono celular hasta el día de los hechos. 

Por ende, si se cumple esta garantía de certeza señalada en el Acuerdo plenario. 

 

 



 

En segundo lugar, sobre el requisito de verosimilitud: 

Según Guerrero (2017), el testimonio de un agraviado no debe ser presentado de 

una manera aislada, es decir, su declaración tiene que ser sustentada mediante 

elementos de convicción periféricos y objetivos.  

Analizando lo señalado líneas atrás, la agraviada a través de su testimonio presenta 

ciertas contradicciones desde lo manifestado a nivel policial y lo declarado en 

juicio oral.  

Se advierte una notable inconsistencia en torno a la manifestación policial, en 

donde la víctima señala haber identificado a los tres sujetos que realizaron el acto 

delictivo en contra de su persona, asimismo, señaló haber visualizado el medio de 

transporte, así como todas sus características que poseía, como el color y la placa. 

Dicho vehículo fue utilizado por los sujetos para fugarse después de cometer el 

robo y arrebatarle su celular. 

Además, la agraviada en la manifestación policial declara que los acusados fueron 

perseguidos por el personal de serenazgo del distrito de barranco y, en 

consecuencia, ser detenidos y trasladados a la comisaría como indica en su relato.  

Cabe recalcar que la víctima reconoce a Edson David Franco Sarmiento como el 

conductor del vehículo motorizado y a José Castillo Baca, que se encontraba 

sentado en el vehículo en la parte posterior. Asimismo, señaló identificar a 

Orlando Luis Quinto Davila como el sujeto que logró arrebatarle, a través de la 

violencia física, su celular.  

Teniendo en cuenta lo señalado por parte de la víctima en el atestado policial, 

resulta necesario contrastar lo declarado en el juicio oral, precisando lo siguiente:  

- La víctima respondió a las preguntas del Fiscal Superior indicando el día 

de los hechos, el lugar y como fue el acto delictivo por el que padeció.  

- Asimismo, declaró que el día que sucedieron los hechos, luego de ser 

víctima del forcejeo y, posteriormente, levantarse del suelo, señaló que  no 

vio la moto empleada por los acusados, pero que sí logró visualizar el 

color, la marca y un número.  



- Posteriormente, la defensa de los procesados Orlando Quinto Davila y 

Jose Castillo Baca le formularon la pregunta de que, si el día de los hechos 

hubo buena visibilidad, o visibilidad suficiente para poder identificar las 

características de la moto, la víctima aseveró lo siguiente: “no, en realidad 

es un poco oscuro, no hay muchos postes y algunos están tapados por 

árboles”.  

- Acto seguido, le preguntaron si pudo observar las características de la 

moto, en lo que la agraviada responde lo siguiente: “si, tenía mi cartera al 

hombro y al momento que me la jala yo lo vi”.  

- Seguidamente, la defensa de David Franco Sarmiento le requirió precisar 

a la víctima como logró el procesado arrebatarle su cartera, en lo que la 

víctima respondió lo siguiente: “me tiró al piso y me quitó la cartera, como 

lo hizo no sé, porque por el golpe me quedé tendida”.  

- Posteriormente, en la misma audiencia, le preguntaron si reconoce a los 

siguientes sujetos o si los identifica, mostrándole las fichas de RENIEC 

de los procesados en el siguiente orden: 1) David Franco Sarmiento, 2) 

Orlando Quinto Davila, y 3) José Castillo Baca; en lo que la agraviada 

respondió que, por el tiempo, tenía dudas y que presentaba confusión. 

Asimismo, la agraviada señaló que a la segunda persona presentada por 

las fichas de RENIEC la recordaba más o menos.  

- Acto seguido, le plantearon la pregunta de que si en la comisaría le 

mostraron a las personas detenidas y que si reconoció a los sujetos 

implicados en el proceso, en lo que la víctima respondió que sí, pero que 

solo reconocía una. 

- Cabe recalcar que la agraviada, en el interrogatorio formulado por el 

Fiscal, señaló que solo pudo observar al que le quiso arrebatar la cartera, 

pero que no pudo ver a los demás sujetos. Luego, la víctima manifestó que 

se había caído y que los de serenazgo, que transitaban por el lugar de los 

hechos, iniciaron una persecución, ya que la agraviada les indicó haber 

sido víctima de un robo.  

Resulta evidente, que la agraviada ofreció dos declaraciones diferentes y, de 

acuerdo con nuestras leyes, carecería de aspecto jurídico. Considero que la víctima 

no puede ratificar lo declarado a nivel policial con lo manifestado en juicio oral, 



ya que no se contó con la presencia del representante del Ministerio Público en la 

manifestación policial, generando dudas de que si lo manifestado en el atestado 

policial fue realizado por parte de la víctima o fue efectuado por el personal de la 

policía.  

Con respecto al requisito de verosimilitud, no se satisfacen los presupuestos 

establecidos en el Acuerdo Plenario 2-2005/CJ/116, ya que no se puede corroborar 

de forma periférica su relato, así como tampoco con datos objetivos que 

demuestren convicción a su declaración.  

Por lo tanto, no sólo la declaración debe poseer solidez y coherencia, sino que 

debe contener un carácter objetivo que le doten de una aptitud probatoria. De 

acuerdo con la Casación N.° 482-2016-Cusco, para lograr el estándar de 

verosimilitud, la sindicación personal debe estar fortalecida por elementos de 

convicción externos y objetivos. Es decir, la prueba debe centrarse en referentes 

periféricos añadidos a la manifestación de la víctima.  

Lopez (2007) señala que la corroboración consiste en agregar datos que den 

fortaleza a una imputación con otros elementos. Es decir, se tratan de evidencias 

empíricas, que no coinciden con el hecho imputado, pero que sirven para 

corroborar la veracidad del relato y la convicción de que se haya producido el 

hecho delictivo. 

Guerrero (2017) señala que los datos de corroboración periféricos pueden ser de 

diversas formas, como manifestaciones de terceros que agreguen algún aspecto 

fáctico, cuyo análisis y comprobación contribuyan a la verosimilitud del relato de 

la víctima.  

Estos fundamentos los podemos apreciar y confirmar analizando la declaración 

del personal de serenazgo quien intervino a los acusados, el cual especificó, en su 

declaración como testigo, que el día de los hechos él se encontraba patrullando 

cuando le comunicaron, por medio de la central de serenazgo, acerca de un robo. 

Acto seguido, Pedro Miguel Belaonia Cancino (serenazgo) se dirigió al lugar de 

los hechos y una señora le indicó las características de un mototaxi azul que se 

había fugado, vinculando dicho vehículo con el lugar del supuesto robo. 



Asimismo, Pedro Miguel Belaonia Cancino indicó que nunca hubo persecución 

hacia el mototaxi y la forma en que atraparon a los sujetos fue gracias a las 

indicaciones dadas por la señora antes mencionada. Consecuentemente, el 

serenazgo cuando encontró el mototaxi señaló que la intervención a los tres 

sujetos fue de forma pacífica y sin ningún forcejeo.  

Por un lado, teniendo en cuenta lo manifestado por el personal de serenazgo quien 

intervino a los acusados, resulta evidente que lo declarado por parte de la 

agraviada posee ciertas contradicciones. Por lo tanto, de lo expuesto líneas 

anteriores, se puede determinar la falta de verosimilitud, ya que el único testigo 

que podía corroborar la versión de la agraviada manifestó completamente lo 

contrario, puesto que confirmó que nunca existió una persecución tal y como 

indicaba la víctima en sus declaraciones.  

Por otro lado, analizando lo expuesto, la agraviada en su manifestación a nivel 

policial confirmó de forma clara todos los detalles del medio de transporte usado 

por parte de los acusados para realizar dicho acto delictivo. Caso contrario, en la 

declaración a nivel de juicio oral, la víctima manifestó que no pudo ver de manera 

clara la moto, ya que no hubo buena visibilidad. Por lo tanto, no se puede cumplir 

la segunda garantía de certeza (verosimilitud) señalada en el Acuerdo Plenario 2-

2005/CJ/116.  

 

En tercer lugar, sobre el requisito de persistencia en la incriminación:  

El Acuerdo Plenario bajo análisis, determina que las declaraciones de los 

agraviados deben ser de manera permanente y coherente. Por lo tanto, la 

incriminación debe poseer persistencia en las afirmaciones sin contradicciones o 

modificaciones. Asimismo, el relato debe ser lógico, sin ambigüedades y 

prolongado a través del tiempo.  

En el caso en concreto, se sostuvo que la sindicación de la víctima a nivel 

preliminar fue ratificada a nivel de juzgamiento y, según la Sala, corroborada por 

la declaración del sereno Pedro Miguel Belaonia, quien fue el personal de 

serenazgo que intervino a los acusados. 



Por ende, el tribunal determinó la persistencia en la incriminación con relación a 

la imputación en contra de los procesados, satisfaciendo así el tercer requisito de 

dicho Acuerdo Plenario. 

Como fue analizado líneas atrás, la declaración del sereno que realizó la 

intervención indicó una versión muy distinta a la manifestada por parte de la 

agraviada. Dichas declaraciones presentan contradicciones evidentes en el relato 

de los hechos, Por lo tanto, considero que no se cumple esta garantía de certeza 

que indica el Acuerdo Plenario, ya que no posee persistencia y se presentan 

discrepancias que desvirtúan su fiabilidad.  

A efectos de dotar de mayor sustento lo expuesto, se realizará la mención de 

pronunciamientos jurisprudenciales en donde podremos visualizar el uso correcto 

del Acuerdo Plenario 2-2005/CJ/116 y la adecuada ejecución de las garantías de 

certeza. 

- La Corte Suprema de Justicia, en el Recurso de Nulidad N.º 1575-2015 

Huánuco, trata sobre el delito de violación sexual, donde la Sala analizó 

la declaración de la víctima y como se corroboró dicha manifestación. El 

Supremo Tribunal valoró la declaración de la víctima bajo los parámetros 

del Acuerdo Plenario 2-2005/CJ/116 y concluyó que presentó falta de 

coherencia sobre las circunstancias y la forma de la comisión del delito 

señaladas en sus declaraciones. La Corte Suprema determinó que las 

manifestaciones difieren significativamente, por ende, la declaración de la 

supuesta agraviada perdió credibilidad y no cumplió con los requisitos 

exigidos por el Acuerdo Plenario. El tribunal declaró Haber Nulidad y por 

lo tanto la absolución del imputado, toda vez que no se logró enervar el 

Principio de Presunción de Inocencia. 

 

- La Corte Suprema de Justicia, en el Recurso de Nulidad N.º 1650-2016 

Lima Norte, la Sala resolvió un caso sobre el delito de violación sexual y 

lo hizo bajo las exigencias señaladas en el Acuerdo Plenario 2-

2005/CJ/116. El Tribunal especificó que mientras no se determine de 

forma definitiva su responsabilidad del imputado, este aún se encuentra 

asistido por el Derecho de Presunción de Inocencia. La Corte Suprema 



determinó que la manifestación de la víctima si cumplió con los requisitos 

exigidos en el Acuerdo Plenario antes mencionado, cumpliéndose así la 

verosimilitud (manifestación preliminar corroborada con certificado 

médico), ausencia de incredibilidad subjetiva (no existe ningún tipo de 

relación, odio, resentimiento o enemistad) y la persistencia en la 

incriminación. El Supremo tribunal declaró no Haber Nulidad 

confirmando así la sentencia condenatoria impuesta al acusado por parte 

la Segunda Sala Penal para procesos con reos en cárcel de la Corte 

Superior de Justicia de Lima Norte.  

 

Ahora bien, bajo los parámetros de la correcta aplicación del  Acuerdo Plenario 

2-2005/CJ/116, resulta evidente que la decisión de primera instancia por parte de 

la Primera Sala Especializada en lo Penal para Reos en Cárcel de Lima, no hubo 

una valoración correcta por parte de los magistrados sobre las manifestaciones 

realizadas por parte de la agraviada y la manifestación del personal de serenazgo 

que realizó la intervención, toda vez que estas presentaron contradicciones, falta 

de coherencia y de solidez.  

Por lo tanto, se presentó Recurso de Nulidad por parte de la defensa de los 

acusados. Se señaló que los recursos se encontraban debidamente fundamentados 

contra la sentencia de primera instancia y elevaron los autos a la Sala Penal de la 

Corte Suprema de Justicia.  

La Corte Suprema, en lo referente al caso en concreto, determinó la existencia de 

duda razonable, por lo tanto, aplicaron el principio in dubio pro reo, dicho 

principio determina que, ante la existencia de una duda, esta debe favorecer al reo 

con respecto a las decisiones emanadas por parte del tribunal siempre y cuando 

las pruebas aportadas generen dudas sobre la responsabilidad de los acusados.  

Asimismo, el tribunal superior determinó que no se logró enervar el Principio de 

Presunción de Inocencia que existe a favor de todo procesado, ya que no se 

apreciaron otros elementos probatorios o indicios que indiquen inequívocamente 

la responsabilidad penal de los acusados.  



Además, los magistrados invocaron el Principio de Carga de la Prueba, dicho 

principio determina la obligación de acreditar la responsabilidad penal. Por lo 

tanto, quien imputa la culpabilidad de una persona, está obligado a demostrarla; 

de lo contrario se debe proceder con su absolución. 

En ese sentido, la Corte Suprema en respeto y estricta observancia de los 

principios antes mencionados, declaró haber nulidad con respecto a la sentencia 

impuesta a los procesados, ordenando su absolución del delito de robo agravado 

y su inmediata libertad. 

5.2 La Aplicación de los principios de presunción de inocencia y el indubio 

pro reo en el marco de una correcta administración de justicia. 

Si bien tenemos conocimiento que el Principio de Presunción de Inocencia y el 

indubio pro reo son los cimientos fundamentales para salvaguardar un sistema 

penal garantista en nuestro país, se suscita la interrogante de que si su sola 

aplicación garantiza una administración de justicia efectiva.  

Plantear que sólo dos principios son garantías suficientes para una correcta 

administración de justicia sería simplista. Una justicia legítima, demanda no solo 

el respeto a la Presunción de Inocencia, sino la aplicación de un sistema probatorio 

objetivo y un amparo legal efectivo que impida la arbitrariedad en todas sus 

formas.  

Nuestro ordenamiento jurídico goza de principios que poseen una correlación 

jerárquica y funcional, esto se fundamenta a través de la unidad del sistema 

jurídico, es decir la uniformidad de nuestro Derecho Constitucional y nuestro 

Derecho Penal, determinando así que dichos principios no solo funcionan de 

manera aislada.  

En ese sentido, resulta necesario precisar que nuestra Carta Magna es nuestra 

norma fundamental y la base de nuestro ordenamiento jurídico. Por lo tanto, todos 

los Principios Penales y Procesales emanan de nuestra constitución, ya que nuestra 

Norma Suprema precisa y consagra los principios rectores de nuestro Sistema 

Penal.   

Bajo esta premisa, Peña Cabrera Freyre (2007) precisa que el Derecho 

Constitucional y el Derecho Penal poseen una estrecha relación, ya que nuestro 



sistema penal se encuentra regulado y determinado por los principios contenidos 

en nuestra carta magna. Por lo tanto, nuestra ley fundamental modera y delimita 

la naturaleza, así como el carácter de la sanción penal. 

Hakansson Nieto (2013) señala que nuestra Constitución Política, más preciso en 

el art. 139° recoge las garantías constitucionales consagradas como principios y 

derechos de la función jurisdiccional, como el Principio al Debido Proceso Penal, 

la inaplicación de la ley penal por analogía o el Principio de que no hay pena sin 

proceso. Asimismo, podemos encontrar el principio de la ley más favorable en 

materia penal, el derecho a la defensa, entre otros. 

Para Peña Cabrera Freyre (2007), nuestro Sistema Penal se rige bajo los Principios 

de rango Constitucional, ya que nuestra ley fundamental es la que orienta la 

pretensión punitiva estatal. Nuestra Carta Magna recoge principios que se 

constituyen como verdaderos limitadores de la intervención punitiva en los 

derechos y libertades públicas. 

Los principios contenidos en nuestra constitución poseen una jerarquía superior 

que sirve como base para nuestro sistema penal. Asimismo, en nuestro Código 

Penal y Procesal Penal dichos principios operan como garantías, impidiendo que 

el estado aplique penas de forma arbitraria. Es decir, nuestro sistema punitivo 

recoge ciertos principios para asegurar que el castigo ejercido por nuestro estado 

sea bajo los criterios de legalidad, culpabilidad y proporcionalidad, garantizando 

así el respeto de la dignidad humana y sus Derechos Fundamentales. 

Ferrajoli (2006) el sistema punitivo no sólo busca castigar, sino que también actúa 

como un mecanismo de contención, promoviendo la existencia de un sistema 

racional y reduciendo de forma mínima la violencia ejercida por el estado. Todo 

esto reflejado a través de principios y garantías constitucionales que no solo 

legitiman el sistema penal, sino que también lo justifican. 

A la luz de lo expuesto, se puede afirmar que no solo el principio de presunción 

de inocencia y el principio in dubio pro reo son suficientes para una correcta 

administración de justicia. Nuestro Estado de derecho a través de nuestra 

Constitución Política y nuestro sistema penal, recoge una serie de principios que 

poseen una correlación jerárquica, así como funcional, asegurando así las 

garantías fundamentales que todo ciudadano posee en nuestro país. 



VI. VALORACIÓN JURÍDICA PERSONAL SOBRE LAS RESOLUCIONES 

EMANADAS DE LA AUTORIDAD COMPETENTE 
 

6.1. Resolución de primera instancia emitida por la Primera Sala 

Especializada en lo Penal para Procesos con Reos en Cárcel de Lima: 

 

6.1.1. Argumento del Juzgado: 

La Primera Sala Especializada en lo Penal para Procesos con Reos en Cárcel de 

Lima, luego de analizar y valorar los medios probatorios ofrecidos por las partes 

del proceso y el Ministerio Público, y evaluar las declaraciones de la parte 

agraviada, acusados y testigos, emitió sentencia condenatoria el 02 de junio del 

2016 en contra de José Castillo Baca, David Edson Franco Sarmiento y Orlando 

Luis Quinto Dávila por el delito de Robo Agravado en contra de Fabiana Ximena 

Villafuerte Astete. 

La Sala determinó que la condena no solo debe sustentarse en la simple apariencia 

de la comisión del delito y de la responsabilidad penal, si no que esta debe 

apoyarse en una mínima actividad probatoria que incite en el juzgador una 

absoluta convicción y un grado de certeza.  

La Primera Sala Especializada en lo Penal para Procesos con Reos en Cárcel de 

Lima luego de analizar los hechos y las pruebas del caso en concreto, guiándose 

bajo las exigencias del Acuerdo Plenario 2-2005/CJ/116, determinó que el 

testimonio de la agraviada cumple con los criterios de certeza como ausencia de 

incredibilidad subjetiva, verosimilitud y persistencia de la incriminación.  

Por lo tanto, los Magistrados decidieron condenar Orlando Luis Quinto Dávila 

como autor de delito contra el patrimonio bajo la modalidad de robo agravado 

imponiendo trece años de pena privativa de libertad efectiva. Con respecto a José 

Castillo Davila, se le impuso siete años de pena privativa de libertad efectiva por 

ser cómplice secundario del delito de robo agravado. Asimismo, condenaron a 

David Edson Franco Sarmiento por ser cómplice secundario del delito de robo 



agravado a cuatro años de pena privativa de libertad cuya ejecución se suspende 

bajo el cumplimiento de reglas de conducta. 

 

6.1.2. Valoración jurídica personal:  

Con respecto a la decisión de primera instancia, se discrepa el criterio adoptado 

por la Primera Sala Especializada en lo Penal para Procesos con Reos en Cárcel 

de Lima, que determinó el cumplimiento de las garantías de certeza exigidas por 

el Acuerdo Plenario 2-2005/CJ/116, a pesar de que la incriminación de la parte 

agraviada no presentó persistencia en su relato, dejando en evidencia 

contradicciones en sus afirmaciones. Asimismo, sus declaraciones presentaron 

ambigüedades careciendo de lógica y manifestando no ser prolongadas a través 

del tiempo  

No comparto la postura de los Magistrados, ya que el Acuerdo Plenario 2-

2005/CJ/116 exige ciertos criterios de credibilidad como ausencia de 

incredibilidad subjetiva, verosimilitud y persistencia de la incriminación. Los 

cuales no se cumplieron, ya que en el caso en concreto se sostuvo que la 

sindicación de la víctima a nivel preliminar fue ratificada a nivel de juzgamiento 

y, según la Sala, corroborada por la declaración del sereno Pedro Miguel Belaonia. 

Dichas declaraciones presentaron una evidente contradicción, ya que la agraviada 

en su manifestación relata una versión y el personal de serenazgo que intervino a 

los procesados relato otra versión de los hechos. 

Por lo tanto, la Sala no valoró de manera adecuada las manifestaciones obtenidas 

por las partes del proceso, ni tampoco generó un grado de certeza por parte de los 

medios probatorios. Por ende, no se logró enervar el Principio de Presunción de 

Inocencia que le corresponde a todo procesado en nuestro Estado de Derecho. 

 

 

 



6.2. Resolución de segunda instancia emitida por la Corte Suprema de 

Justicia de la República: 

 

6.2.1. Argumento de la Corte Suprema de Justicia de la República:  

La Corte Suprema el 21 de septiembre de 2017 mediante el Recurso de Nulidad 

interpuesto por los procesados Orlando Luis Quinto Davila y José Castillo Baca, 

analizó los argumentos por parte de la defensa de los procesados. 

Con respecto a la defensa de Orlando Luis Quinto Davila, señalaron que existe la 

insuficiencia de medios probatorios, ya que estos no fueron actuados en el juicio 

oral. Asimismo, argumentaron que no es suficiente lo actuado a nivel policial para 

emitir una sentencia condenatoria. Además, sostuvieron que la declaración de la 

agravia debió ser valorada por el Acuerdo Plenario N.º 2-2005-CJ/116, es decir, 

se debió determinar la existencia de ausencia de incredibilidad subjetiva, 

verosimilitud y persistencia en la incriminación.  

En cuanto a la defensa de José Castillo Baca, sostuvieron que la declaración de la 

parte agravia posee contradicciones. Además, dicha declaración a nivel policial 

fue realizada sin la presencia del representante del Ministerio Público. Del mismo 

modo, se precisó que el relato de la agraviada varió a nivel de juicio oral indicando 

no haber observado el medio de transporte usado por los acusados para cometer 

el acto delictivo. Por otro lado, con respecto a las pertenencias de la víctima, estas 

no fueron encontradas en poder de los acusados al momento de efectuarse el 

registro personal.  

El Tribunal Supremo, analizó la declaración de la agraviada en juicio oral, en el 

cual se señaló que el día de los hechos, al momento de ser asaltada cuando le 

quitaron el celular, se produjo un forcejeo y que por ese motivo la víctima sufrió 

una caída al suelo. Asimismo, la agraviada señala que cerró los ojos producto del 

golpe y al momento de abrirlos nuevamente ya no tenía en posesión su celular. En 

consecuencia, solo logró ver al sujeto que le arrebató su teléfono. Por otra parte, 

la agraviada en su manifestación señaló estar confundida por el transcurso del 

tiempo.  



Con respecto a la declaración testimonial de Pedro Miguel Belaonia Cancino, el 

sereno que intervino a los acusados señaló que no recuerda cómo fue la interacción 

con la víctima, pero recalcó que no tuvo comunicación con la agraviada. A su vez, 

señaló que no hubo persecución tal y como afirmó la agraviada en su 

manifestación a nivel policial.  

Por lo tanto, los magistrados concluyeron que no se puede determinar 

fehacientemente la responsabilidad de los procesados, apreciándose la duda a 

favor de los encausados, siendo esta fortalecida por la declaración testimonial del 

efectivo que realizó la intervención. Dicha versión contradice la declaración 

ofrecida por la parte agraviada generando dudas con respecto a su manifestación 

a nivel policial y a nivel de juicio oral.  

La Corte Suprema determinó la existencia de duda razonable sobre la 

participación de los procesados en el evento delictivo, por lo que aplicaron el 

principio de indubio pro reo, el cual determina que, si se presentan dudas sobre la 

responsabilidad de los procesados, por humanidad y justicia deben ser absueltos 

de la acusación fiscal.  

Asimismo, los magistrados determinaron que no se logró enervar el Principio de 

Presunción de Inocencia que existe a favor de todo procesado, ya que no se no se 

logró demostrar la responsabilidad penal de los encausados y más aún cuando los 

medios probatorios o indicios no han generado certeza sobre la responsabilidad 

en la comisión del hecho imputado.  

Finalmente, la Corte Suprema en virtud del Principio de la carga de la prueba 

señaló, que cuando se afirme la culpabilidad de una persona, esta debe ser 

probada, de lo contrario, se debe proceder a la absolución.  

En consecuencia, el Tribunal Supremo declaró el 21 de septiembre de 2017 haber 

nulidad en la sentencia emitida el 02 de junio del 2016, absolviendo a Orlando 

Luis Quinto Davila y José Castillo Baca del delito de robo agravado en perjuicio 

de Fabiana Ximena Villafuerte Astete.  

 

 



6.2.2. Valoración jurídica personal:  

Con respecto a la decisión de segunda instancia, consideró que la Corte Suprema 

analizó de forma correcta la resolución emitida en primera instancia por parte de 

la Primera Sala Especializada en lo Penal para Procesos con Reos en Cárcel de 

Lima. La Sala velo y garantizo el cumpliendo de los Principios de Presunción de 

Inocencia e in dubio pro reo, los cuales se encuentran establecidos en nuestra 

Carta Magna y que funcionan como pilares fundamentales en nuestro Sistema 

Penal.  

La Sala determinó que la declaración de la agraviada resultó ser contradictoria. 

Dichas contradicciones no lograron enervar el Principio de Presunción de 

Inocencia establecido en nuestra Constitución Política, el cual establece que toda 

persona es considerada inocente en tanto no se haya demostrado su 

responsabilidad.  

Asimismo, la Corte Suprema analizó las pruebas ofrecidas durante todo el 

proceso, considerando que la declaración testimonial del personal de serenazgo 

que intervino a los procesados presentó discrepancias con la versión relatada por 

la parte agraviada.  

Por lo tanto, los magistrados concluyeron la existencia de duda razonable y 

aplicaron el principio de in dubio pro reo. Dicho principio establece que, si las 

pruebas obtenidas durante el proceso no demuestran la responsabilidad de los 

procesados y más aún generan dudas, el tribunal debe proceder con la absolución.  

En consecuencia, se comparte la decisión de segunda instancia adoptada por la 

Corte Suprema, en la que se determinó absolver a los procesados por el delito 

contra el patrimonio bajo la modalidad de robo agravado, ordenando que sean 

anulados su antecedentes policiales y judiciales, Asimismo, se archivó el caso de 

forma definitiva y se dispuso la inmediata libertad de los encausados. 

 

 

 



VII. CONCLUSIONES  
 

1. Como primera conclusión, se pudo determinar que en el expediente objeto de 

estudio, no se aplicó de forma correcta el Acuerdo Plenario 2-2005/CJ/116 

referente a la decisión de los magistrados con respecto a la sentencia impuesta en 

primera instancia contra los acusados Orlando Luis Quinto Davila, José Castillo 

Baca y David Edson Franco Sarmiento, imputados por la comisión del delito 

contra el patrimonio bajo la modalidad de robo agravado.  

 

2. Como segunda conclusión, se observa que, en la decisión de primera instancia por 

parte de la Primera Sala Especializada en lo Penal para Reos en Cárcel de Lima, 

no hubo una valoración correcta de los magistrados sobre las manifestaciones 

realizadas por la parte agraviada y la manifestación del personal de serenazgo que 

efectuó la intervención. Dichas manifestaciones presentaron contradicciones, 

falta de coherencia y de solidez.  

 

3. Como tercera conclusión con respecto a decisión de segunda instancia, la Corte 

Suprema determinó que no se logró enervar el Principio de Presunción de 

Inocencia que existe a favor de todo procesado, ya que no se apreciaron otros 

elementos probatorios o indicios que indiquen inequívocamente la 

responsabilidad penal de los acusados. Asimismo, el Tribunal Superior concluyó 

la existencia de duda razonable, por lo tanto, fue aplicado el principio in dubio 

pro reo. 

 

4. Como cuarta conclusión, se ha determinado que nuestro ordenamiento jurídico 

goza de principios que poseen una correlación jerárquica y funcional, esto se 

fundamenta a través de la unidad del sistema jurídico.  Por lo tanto, no se puede 

afirmar que solo el Principio de Presunción de Inocencia y el Principio in dubio 

pro reo son suficientes para una correcta administración de justicia, por el 

contrario, todos los principios poseen una conexión, ya que nuestro ordenamiento 



jurídico es un conjunto sistematizado de normas y que la aplicación de todos los 

principios garantiza una correcta función jurisdiccional. 

 

VIII. RECOMENDACIONES 

 

1. Como primera recomendación, con respecto a la correcta aplicación del  Acuerdo 

Plenario 2-2005/CJ/116, se recomienda a los magistrados valorar adecuadamente 

y bajo estricta observancia los relatos de los agraviados en los casos en que sean 

los únicos testigos siendo víctimas de un delito, y más aún cuando se presentan 

contradicciones en sus manifestaciones que no logran enervar el Principio de 

Presunción de Inocencia; todo esto bajo la debida aplicación de las garantías de 

certeza exigidas en dicho Acuerdo Plenario, como la verosimilitud, ausencia de 

incredibilidad subjetiva y persistencia en la incriminación. 

 

2. Como segunda recomendación, con respecto a la decisión de primera instancia, se 

recomienda que los órganos jurisdiccionales refuercen el análisis crítico y 

conjunto de la prueba testimonial en aplicación a los criterios de credibilidad. 

Asimismo, resulta pertinente que los magistrados no deben sustentar decisiones 

condenatorias en base a declaraciones inconscientes o no debidamente 

contrastadas, en aras de garantizar resoluciones motivadas y en estricto respeto al 

debido proceso. 

 

3. Como tercera recomendación, en relación a la responsabilidad penal, se 

recomienda que la teoría del caso esté respaldada por elementos objetivos que 

permitan enervar la presunción de inocencia, no limitándose solo a ser coherente. 

Por ende, el Ministerio Público y las unidades de investigación deben fortalecer 

la carga probatoria desde la etapa preliminar, con el fin de superar el estándar de 

duda razonable. Es imperativo que las sentencias emanadas de los órganos 

jurisdiccionales no se sustenten en criterios subjetivos; sino que, por el contrario, 

estas deben fundamentarse por criterios objetivos, en base a la lógica y las 

máximas de la experiencia. 

 



4. Finalmente, como cuarta recomendación, en relación con los principios que 

moldean nuestro sistema punitivo, se recomienda considerar que los principios 

que rigen nuestro sistema jurídico no actúan de manera aislada, sino que poseen 

una correlación, y que la aplicación de dichos principios de manera conjunta 

garantiza una eficaz función jurisdiccional en nuestro país. Asimismo, resulta 

indispensable precisar que nuestros principios constitucionales cimentan nuestro 

sistema penal asegurando que nuestra administración de justicia posea un estricto 

rigor legal y el respeto al debido proceso. 
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es.scribd.com <1%
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Universidad Peruana de Las Americas on 2018-03-13 <1%
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Universidad Cesar Vallejo on 2016-04-06 <1%
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iuslatin.pe <1%

51 Internet
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52 Publicación
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Universidad Catolica Los Angeles de Chimbote on 2017-03-03 <1%
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55 Trabajos 
entregados

Universidad Catolica Los Angeles de Chimbote on 2023-07-28 <1%

56 Trabajos 
entregados

Universidad Cesar Vallejo on 2016-07-13 <1%

57 Trabajos 
entregados

Universidad Peruana de Las Americas on 2017-08-16 <1%

58 Publicación

Chavez Velasquez, Gerardo Humberto. "Constitucionalidad del Plazo Legal de Pris… <1%

59 Trabajos 
entregados

Pontificia Universidad Catolica del Peru on 2021-03-06 <1%

60 Publicación

Trejo Rodriguez, Herminda Vicenta. "Técnicas de interpretación aplicadas en la in… <1%

61 Trabajos 
entregados

Universidad Catolica Los Angeles de Chimbote on 2017-11-16 <1%

62 Internet

legitimando.com <1%

63 Trabajos 
entregados

Pontificia Universidad Catolica del Peru on 2022-07-17 <1%

64 Trabajos 
entregados

Pontificia Universidad Catolica del Peru on 2025-02-12 <1%

65 Trabajos 
entregados

Universidad Alas Peruanas on 2023-12-07 <1%

66 Trabajos 
entregados

Universidad Catolica Los Angeles de Chimbote on 2018-07-08 <1%

67 Trabajos 
entregados

Universidad Católica de Santa María on 2024-04-04 <1%
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68 Trabajos 
entregados

Universidad Cesar Vallejo on 2024-12-05 <1%

69 Trabajos 
entregados

Universidad Europea de Madrid on 2024-01-08 <1%

70 Trabajos 
entregados

Universidad Peruana Los Andes on 2023-11-14 <1%

71 Trabajos 
entregados

Universidad de Lima on 2022-11-12 <1%

72 Internet

dataonline.gacetajuridica.com.pe <1%

73 Trabajos 
entregados

Pontificia Universidad Catolica del Peru on 2025-06-05 <1%

74 Trabajos 
entregados

Universidad Andina Nestor Caceres Velasquez on 2018-03-14 <1%

75 Trabajos 
entregados

Universidad Catolica Los Angeles de Chimbote on 2017-02-15 <1%

76 Trabajos 
entregados

Universidad Catolica Los Angeles de Chimbote on 2017-03-02 <1%

77 Trabajos 
entregados

Universidad Catolica Los Angeles de Chimbote on 2017-12-13 <1%

78 Trabajos 
entregados

Universidad Wiener on 2023-10-05 <1%

79 Trabajos 
entregados

Universidad Wiener on 2023-10-11 <1%

80 Trabajos 
entregados

Universidad Wiener on 2025-06-01 <1%

81 Internet

edoc.pub <1%
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http://dataonline.gacetajuridica.com.pe/resource_apc/PubOnlinePdf/06032015/16%20Los%20delitos%20contra%20la%20administracion%20publica%20en%20la%20jurisprudencia.pdf
https://edoc.pub/balotario-general-desarrollado-cnm-pdf-free.html


82 Internet

gestion.pe <1%

83 Publicación

"Inter-American Yearbook on Human Rights / Anuario Interamericano de Derech… <1%

84 Trabajos 
entregados

Universidad Andina del Cusco on 2025-06-26 <1%

85 Trabajos 
entregados

Universidad Catolica Los Angeles de Chimbote on 2017-02-09 <1%

86 Trabajos 
entregados

Universidad Catolica de Trujillo on 2021-07-10 <1%

87 Trabajos 
entregados

Universidad Inca Garcilaso de la Vega on 2022-12-27 <1%

88 Trabajos 
entregados

Universidad Nacional de Colombia on 2017-02-13 <1%

89 Trabajos 
entregados

Universidad Tecnologica del Peru on 2021-02-09 <1%

90 Internet

www.medynet.com <1%

91 Trabajos 
entregados

Pontificia Universidad Catolica del Peru on 2015-06-30 <1%

92 Trabajos 
entregados

Pontificia Universidad Catolica del Peru on 2020-12-12 <1%

93 Trabajos 
entregados

Pontificia Universidad Catolica del Peru on 2021-02-09 <1%

94 Trabajos 
entregados

Pontificia Universidad Catolica del Peru on 2024-02-21 <1%

95 Publicación

Quesada Velez, Efrain. "Factores que influyen en la determinación del monto de l… <1%
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http://www.medynet.com/elmedico/derecho/jcapamplona_02112000.htm
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96 Trabajos 
entregados

Universidad Andina del Cusco on 2023-10-16 <1%

97 Trabajos 
entregados

Universidad Autónoma de Nuevo León on 2016-07-22 <1%

98 Trabajos 
entregados

Universidad Catolica Los Angeles de Chimbote on 2018-03-01 <1%

99 Trabajos 
entregados

Universidad Catolica Los Angeles de Chimbote on 2018-07-03 <1%

100 Trabajos 
entregados

Universidad Católica de Santa María on 2017-08-28 <1%

101 Trabajos 
entregados

Universidad Católica de Santa María on 2023-11-30 <1%

102 Trabajos 
entregados

Universidad Nacional de San Cristóbal de Huamanga on 2022-11-09 <1%

103 Trabajos 
entregados

Universidad Tecnologica del Peru on 2017-01-27 <1%

104 Trabajos 
entregados

Universidad de Lima on 2021-07-26 <1%

105 Trabajos 
entregados

Universidad de San Martín de Porres on 2021-03-30 <1%

106 Trabajos 
entregados

University of North Carolina, Greensboro on 2023-11-12 <1%

107 Publicación

Wilson Llerena, Cecilia Veronica. "Técnicas de interpretación aplicadas en la Inco… <1%

108 Publicación

Zuzunaga, Javier Francisco Valdárrago. "¿Son las Sentencias Interpretativas, Nor… <1%

109 Internet

app.idlpol.com <1%
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http://gateway.proquest.com/openurl?res_dat=xri%3Apqm&rft_dat=xri%3Apqdiss%3A30448497&rft_val_fmt=info%3Aofi%2Ffmt%3Akev%3Amtx%3Adissertation&url_ver=Z39.88-2004
https://app.idlpol.com/codigo-penal-1/c/0/i/38648810/titulo-xii-delitos-contra-la-seguridad-publica-art-del-273-al-303-b


110 Internet

derechoprocesalvillarreal.blogspot.com <1%

111 Internet

ebin.pub <1%

112 Internet

planning.lacity.org <1%

113 Internet

repositorio.upagu.edu.pe <1%

114 Internet

repositorioacademico.upc.edu.pe <1%

115 Internet

revistasinvestigacion.unmsm.edu.pe <1%

116 Internet

www.cnddhh.org.pe <1%

117 Internet

www.coursehero.com <1%

118 Internet

www.d1tribunaladministrativodelmagdalena.com <1%

119 Internet

www.sigla-cp.org <1%

120 Internet

www.tribunalconstitucional.gov.bo <1%
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http://derechoprocesalvillarreal.blogspot.com/
https://ebin.pub/summa-penal-2024-9786123225162.html
http://planning.lacity.org/Documents/Policy/ElysisanValleyQConditions.pdf
http://repositorio.upagu.edu.pe/bitstream/handle/UPAGU/1754/Tesis%20Alc%c3%a1ntara-Cerqu%c3%adn.pdf?isAllowed=y&sequence=1
https://repositorioacademico.upc.edu.pe/bitstream/handle/10757/688095/Atoccsa_EM.pdf?isAllowed=y&sequence=1
https://revistasinvestigacion.unmsm.edu.pe/index.php/derecho/article/view/11572
http://www.cnddhh.org.pe/informeanual/Informe%20Anual%202001.pdf
https://www.coursehero.com/file/55149194/preguntas-y-respuestas-sexualidaddocx/
https://www.d1tribunaladministrativodelmagdalena.com/index.php/30-secretaria/difusionwhatsapp/Selecciona%20el%20a%C3%B1o%20aqu%C3%AD
https://www.sigla-cp.org/wp-content/uploads/2024/07/FINAL-Tagungsband_Wuerzburg-2024-Eckhaus-Verlag.pdf
http://www.tribunalconstitucional.gov.bo/resolucion1512.html


17% Similitud general
El total combinado de todas las coincidencias, incluidas las fuentes superpuestas, para ca…

Filtrado desde el informe

Bibliografía

Texto citado

Texto mencionado

Coincidencias menores (menos de 9 palabras)

Fuentes principales

14% Fuentes de Internet

7% Publicaciones

14% Trabajos entregados (trabajos del estudiante)

Marcas de integridad
N.º de alertas de integridad para revisión

No se han detectado manipulaciones de texto sospechosas.
Los algoritmos de nuestro sistema analizan un documento en profundidad para 
buscar inconsistencias que permitirían distinguirlo de una entrega normal. Si 
advertimos algo extraño, lo marcamos como una alerta para que pueda revisarlo.

Una marca de alerta no es necesariamente un indicador de problemas. Sin embargo, 
recomendamos que preste atención y la revise.
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Fuentes principales

14% Fuentes de Internet

7% Publicaciones

14% Trabajos entregados (trabajos del estudiante)

Fuentes principales
Las fuentes con el mayor número de coincidencias dentro de la entrega. Las fuentes superpuestas no se mostrarán.

1 Internet

repositorio.uladech.edu.pe 3%

2 Internet

www.scribd.com <1%

3 Internet

lpderecho.pe <1%

4 Internet

idoc.pub <1%

5 Internet

repositorio.usmp.edu.pe <1%

6 Internet

pdfcookie.com <1%

7 Internet

vsip.info <1%

8 Trabajos 
entregados

Pontificia Universidad Catolica del Peru on 2025-01-09 <1%

9 Internet

repositorio.ucv.edu.pe <1%

10 Internet

idoc.tips <1%

11 Internet

hdl.handle.net <1%
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http://repositorio.uladech.edu.pe/bitstream/handle/123456789/23498/AGRAVADO_CALIDAD_MITMA_ROMERO_RUBEN_BERNARDO.pdf?isAllowed=y&sequence=1
https://www.scribd.com/document/362607387/1-pdf
https://lpderecho.pe/principio-de-culpabilidad-nullum-crimen-sine-culpa/
https://idoc.pub/documents/delito-de-robo-fidel-rojas-vargas-vlr06zpmvzlz
https://repositorio.usmp.edu.pe/bitstream/handle/20.500.12727/8911/fonseca_dlcle.pdf?isAllowed=y&sequence=1
https://pdfcookie.com/documents/monografia-x20g9q67qpl3
https://vsip.info/summa-penal-2018pdf-pdf-free.html
http://repositorio.ucv.edu.pe/handle/UCV/24498
https://idoc.tips/cd-modelos-ncpp-pdf-free.html
http://hdl.handle.net/10757/668871
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